
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA - SUBSECCION “A” 

 

 

 

Bogotá D. C., dieciséis (16) de octubre de dos mil veinte (2020). 

 

 

Magistrada Ponente: DRA. CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 

 

Expediente No:  2017-02164-00 

Demandante:  AMELIA LENGUA DE MATUTE 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL- FUERZA AÉREA COLOMBIANA 

 

Teniendo en cuenta el memorial impetrado por la apoderada de la parte 

demandada, en el que solicita el aplazamiento de la audiencia de conciliación, 

por cuanto no contaba con la documentación necesaria para la realización de 

la misma, la cual estaba programada para el 16 de octubre de 2020 a las 

10:20 a.m., a través de Videoconferencia por la herramienta Teams de Office 

365; el Despacho accede a la misma en la medida que la excusa se presentó 

con anterioridad a la diligencia, por tanto se aplazará la referida audiencia y 

en consecuencia, mediante auto se fijará nuevamente para realizar la 

diligencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá, D.C., 15 de octubre  2020 

 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

 
Radicado:  No. 2017-2888-00  

Demandante:  Clara Ivy González Marroquín   
Demandado:  Procuraduría General de la Nación  
   

 
 

 
Este despacho señala que a través de auto de fecha 04 de septiembre de 

2017, visible a folios (44-45), se admitió la demanda. 

 

Advierte el Despacho que por error involuntario, se admitió la demanda,  

siendo lo correcto manifestar impedimento, en consecuencia de lo anterior, y 

teniendo en cuanta que el Magistrado ponente en dichos asuntos se ha declarado 

impedido por tener interés al asunto, de conformidad con el artículo 141 del Código 

General del Proceso,  se dispone dejar sin efecto el autos por medio del cual se 

admitió el  presente recurso. 

 

En este orden de ideas, este Despacho dejará sin efectos el  auto de fecha   

04 de septiembre  de 2017  y una vez  ejecutoriada la presente providencia vuelve 

el expediente al Despacho para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

                                           

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 
 

 
 

 
 
 

 

            Magistrado  



                                                                                                                       

 
 

 



 

 
 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA  SUBSECCIÓN “A” 
 

 

Bogotá, D.C., 15 de octubre de dos mil veinte (2.020). 

 

 
MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

EXPEDIENTE:    No. 2018-0241-01 
DEMANDANTE:  Juvenal Daza   

DEMANDADO:   Unidad Administrativa  Especial  de Gestión Pensional  
                         y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
 

 
APELACIÓN EJECUTIVO 

 

Por reunir los requisitos legales admítase el recurso de apelación interpuesto 

por la apoderada de la parte demandada, contra la sentencia de primera 

instancia proferida por el Juzgado Veinte (20) Administrativo de Oralidad de  

Bogotá  el quince (15) de mayo de dos mil diecinueve (2.019), a través de la 

cual se ordena seguir adelante con la ejecución. Lo anterior de conformidad 

con lo previsto en el artículo 247 del CPACA. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

                                  

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

          Magistrado 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 



 

MAGISTRADO  
 

 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá D.C.,  15 de octubre de dos mil veinte 2020 

  

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes  

 

 

Radicado:   No. 2018-00337- 01 
Demandante:  Libia Luz Barbetti Moncayo     

Demandado:  Ministerio de Educación- FONPREMAG    
                                       
 

 
Apelación de Sentencia. 

 
 
 

De conformidad con lo previsto en el numeral 4° del  artículo 247 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por el artículo 623 del Código General del Proceso, córrase traslado 

a las partes por el término de diez (10) días a partir de la notificación de esta 

providencia para que allegue los alegatos de conclusión, vencido dicho término, 

déjese el expediente a disposición del Ministerio Público por diez (10) días más 

para que rinda concepto.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

             Magistrado  

 

 

 

 

 

 

 

 

              

 



 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA – SUBSECCION “A” 

 
 

 

 

 

Bogotá, D.C., 15 de octubre  de dos mil veinte 2020 

 
 
MAG. PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES. 

 
 

 
Expediente  No.  2018-1059-01 
Demandante:  Manuel Santana García Yépez  

Demandado : Nación- Procuraduría General de La Nación   
 

 

 

En cumplimiento a lo resuelto por el Honorable Consejo de Estado, 

mediante providencia del veintinueve (29) de agosto 2019, por la cual se 

aceptó el impedimento manifestado por los que integran esa  Corporación.  

 

Se ordena, que por Secretaría de la Subsección se realice el respectivo 

sorteo de la lista de Conjueces. 

 

 
 CÚMPLASE,  
 

 
                                               

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 

 

 

 

 

 

 

 

            Magistrado  

 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá, D.C., 13 de octubre  2020 

 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

 
Radicado:  No. 2018-2130-00  

Demandante:  Clara Inés Mariño Pinto  
Demandado:  Nación  Fiscalía General de la Nación  
   

 
 

 
Este despacho señala que a través de auto de fecha 13 de diciembre de 

2018, visible a folios (50-51), se admitió la demanda. 

 

Advierte el Despacho que por error involuntario, se admitió la demanda,  

siendo lo correcto manifestar impedimento, en consecuencia de lo anterior, y 

teniendo en cuanta que el Magistrado ponente en dichos asuntos se ha declarado 

impedido por tener interés al asunto, de conformidad con el artículo 141 del Código 

General del Proceso,  se dispone dejar sin efecto el autos por medio del cual se 

admitió el  presente recurso. 

 

En este orden de ideas, este Despacho dejará sin efectos el  auto de fecha   

13 de diciembre de 2018  y una vez  ejecutoriada la presente providencia vuelve el 

expediente al Despacho para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 
 

 
 

 
 
 

 

            Magistrado  

 



TOTALES 

INTERESES INTERES MORARECAUDO CAPITAL

*   El estado de cuenta no constituye en momento alguno un documento final y concluyente sobre el crédito y el estado de la Obligación. 

INTERESES CORRIENTES  $ 61.315 

EDAD DE MORA 30 Días

INTERESES DE MORA  $ 5.552 

 $ 1.588.323  $ 1.062.382  $ 166.324  $ 4.467  $ 14.123  $ 159.000 

FIN DEL DOCUMENTO

INTERESES CONTINGENTES  $ - 

CUOTA DE MANEJO  $ 15.900 

VALOR MORAS  $ 168.946 

DIFERIDO AVANCES  $ 109.583 

DIFERIDO VENTAS  $ 26.222 

DIFERIDO AJUSTES  $ - 

NOTAS ACLARATORIAS:

*  Si su obligación se encuentra en mora mayor a 30 días Credivalores - Crediservicios S.A.realizará el respectivo reporte negativo ante Centrales de Riesgo y generará gastos administrativos de 

gestión. (Art. 12 Ley 1266 de 2008).

PAGO TOTAL

*   Los saldos totales presentados en este documento no son validos para la cancelación total de la obligación ya que no incluye intereses proyectados ni otros cargos los cuales si se ven reflejados 

en el extracto de liquidación para pago total de la deuda.
*   El mes facturado corresponde al cobro reflejado en la factura de Tigo. Recuerde que si su cuota no se ve reflejada en la Factura de Tigo esto NO lo exime de realizar los pagos correspondientes al 

mes facturado.

Elaborado por: DNGONZALEZ

*   Este documento es de carácter meramente informativo y los valores reportados aplican para la fecha de emisión frente a la ultima fecha de facturación.

CUPO APROBADO

TASA % ESTADO PLAZO

SEGURO DEUDOR
CUOTA DE  

MANEJO

FECHA COMPRA CONCEPTO VALOR COMPRA

 $ 3.540.270 

TITULAR

UNIDAD DE NEGOCIO

No. DE REQUERIMIENTO

CREDIUNO

3575581 TIGO 

ESTADO DE CUENTA Y DETALLE DE PAGOS

CONVENIO

RODRIGUEZ MORA AUSBERTO 79.434.079                                                 

20-oct-20

*****8277

 $ 3.000.000 

16 COMISION AVANCES  $ 260.370 0.0000

DETALLE DE TRANSACCIONES Y COMPRAS

11-sep.-19 96 FINANCIACION TIGO  $ 649.900 0.0000 - -

01-abr.-20 97 AVANCE  $ 2.630.000 2,08 - -

06-abr.-20 - -

 $ 2.673.473 

PAGO MÍNIMO  $ 441.653 

NO DIFERIDO  $ 2.355 

FECHA DE PAGO

DETALLE ULTIMO CORTE

TOTALES

HONORARIOS  $ 51.781 

 $ 182.028 

FECHA DE EMISIÓN

IDENTIFICACIÓN

No. CRÉDITO

(GAG - IVA GAG. 

CARG.REDIF)

DETALLE DE PAGOS

 $ 228.000 15/10/2020  $ 113.663  $ 51.048  $ 126  $ 2.301  $ 15.900  $ 44.962 

03/12/2019  $ 141.234  $ 88.658  $ -  $ 38  $ 1.078  $ 31.800  $ 19.660 

 $ 1.766 

13/01/2020  $ 76.000  $ 43.647  $ -  $ 1.004  $ 463  $ 15.900  $ 14.987 

12/12/2019  $ 1.520  $ -  $ -  $ -  $ -  $ 246 

26/01/2020  $ 113.702  $ 97.163  $ -  $ 639  $ -  $ 15.900  $ - 

03/03/2020  $ 65.008  $ 48.783  $ -  $ -  $ 325  $ 15.900  $ - 

23/01/2020  $ 34.000  $ 28.619  $ -  $ 173  $ 475  $ -  $ 4.733 

 $ 235.000 17/07/2020  $ 184.588  $ -  $ -  $ 1.800  $ 15.900  $ 32.712 

06/05/2020  $ 9.118  $ -  $ 9.118  $ -  $ -  $ -  $ - 

12/06/2020  $ 280.000  $ 184.588  $ 35.004  $ 124  $ 5.408  $ 15.900  $ 38.976 

08/10/2020  $ 185.000  $ 86.566  $ 53.245  $ 1.493  $ 2.044  $ 15.900  $ 25.752 

 $ 219.494 07/08/2020  $ 184.588  $ 17.908  $ 870  $ 228  $ 15.900  $ - 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “A” 

 

Bogotá, diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes 

 

Radicado:  201700007 -01 
Demandante:  PEDRO PABLO MORA UNRIZA  
Demandado: Unidad Administrativa especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales – UGPP. 
 

Controversia:  Ejecutivo de intereses e indexación.  
 
 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada 

contra la sentencia de seguir adelante con la ejecución proferida por el Juzgado 

Veinticinco (25) Administrativo de Bogotá, 23 de mayo de 2.018, en el proceso 

instaurado por PEDRO PABLO MORA UNRIZA  contra la Unidad Administrativa 

Especial de gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales – UGPP, por concepto de 

intereses moratorios e indexación sobre valores contenidos en sentencia judiciales 

condenatorias.   

Antecedentes 

El señor PEDRO PABLO MORA URNIZA, a través de apoderado judicial especial ha 

promovido acción o medio de control de ejecutiva en contra de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales – UGPP, 

pretendiendo se profiera orden de pago en su favor por concepto de intereses 

moratorios e indexación derivado del cumplimiento parcial de las condenas 

impuestas en la sentencia judicial proferida en primera instancia por el Juzgado 

Veinticinco (25) Administrativo de Bogotá el día 31 de julio de 2009 y del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca de fecha 17 de junio de 2.010 ejecutoriada el día 

25 de junio de 2.010 proferidas en proceso ordinario o declarativo, condenado a la 

entidad que ahora funge como ejecutada a pagarle al ejecutante los reajustes o 

reliquidación de la pensión, incluyendo además de los factores primigeniamente 

reconocidos, los otros factores de salario devengados durante el último año de 

servicio. 

Pretende se dicte mandamiento de pago a su favor y en contra de la entidad pública 

ejecutada por la suma de dinero de $13.243.644 por concepto de intereses 

moratorios causados desde la ejecutoria de las sentencias y hasta cuando se 

efectuó el pago de las mismas, el día 30 de agosto de 2.012, es decir, se causaron 

los intereses desde el día 25 de junio de 2.010 hasta 30 de agosto de 2.011. 

Pretende además el pago de la corrección o indexación causada. 



Fundamentos de hechos en que se soporta la demanda ejecutiva 

instaurada. 

Que la demandante en época pretérita promovió acción o medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la ahora entidad ejecutada a 

efectos de que se declarara la nulidad de los actos administrativos por los cuales se 

le había denegado reliquidar la pensión que le venía reconocida para que se 

incluyeran los otros factores de salario devengados durante el último año de servicio 

que no había sido considerados en el acto de reconocimiento pensional. 

Que la jurisdicción por medio de las sentencias del Juzgado Veinticinco (25) 

Administrativo de Bogotá de fecha 31 de julio de 2.009 y confirmada por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca de fecha 17 de junio de 2.010. Ejecutoriada el día 

30 de junio de 2.010 (fl. 57 del expediente), arrimadas como títulos de recaudo 

ejecutivo, accedió a las pretensiones de la demanda en ambas instancias.  

Que la UGPP, al realizar el pago de la reliquidación pensional no reconoció ni pagó 

los intereses moratorios e indexación causados entre la fecha de ejecutoria de la 

sentencia y la fecha en que finalmente se realizó el pago de la obligación o capital. 

Que los intereses moratorios causados equivalen a la suma de $13.243.644. 

La demanda fue presentada el día 13 de enero de 2.017, según folio 44 del 

expediente. 

Pronunciamiento de la entidad pública ejecutada frente a la demanda. 

La entidad pública ejecutada dentro de la oportunidad procesal hizo contestación de 

la demanda (fls. 117 y subsiguientes) propuso las excepciones de pago total de la 

obligación, prescripción, inexistencia de la obligación, falta de legitimación en causa 

por pasiva. 

Providencia objeto de la impugnación propuesta. 

El proceso ejecutivo en primera instancia correspondió al Juzgado Veinticinco (25) 

Administrativo de Bogotá, quien por medio de sentencia de 23 de mayo de 2.018 

(fls. 148 y ss, del expediente) resolvió las excepciones propuesta declarándolas no 

probadas y ordenó seguir adelante la ejecución. 

Recurso de apelación interpuesto por la entidad pública ejecutada. 

La parte ejecutada dentro de la audiencia en que se profirió la sentencia interpuso 

recurso de apelación con los mismos argumentos expuestos en la contestación de la 

demanda. Que se pagó la obligación y por ello no se devengaron los intereses 

moratorios reclamados. 

Consideraciones del Tribunal. 



Agotadas las distintas etapas propias de la instancia y sin que se adviertan motivos 

de nulidad que puedan invalidar total o parcialmente lo actuado procede el juzgador 

colectivo a realizar el estudio de las diversas piezas del expediente para a partir de 

allí adoptar la decisión que en derecho y justicia corresponde dentro del asunto que 

viene referenciado. 

Sea lo primero, dilucidar acerca del tema relativo a la caducidad de la acción 

ejecutiva propuesta. 

Establece el artículo 230 de la Constitución Política que los jueces en sus 

providencias sólo estarán sometidos al imperio de la ley. 

El artículo 29 superior, consagra y ordena que el debido proceso debe observarse en 

toda clase de actuaciones administrativas y judiciales. Por su parte, el artículo 209 

ibídem, prevé que en Colombia la función pública es reglada lo que significa que 

para todas y cada una de las actuaciones y procedimientos estatales preexisten 

unas reglas, cuya observancia resultan imperativas, so pena de incurrir en vicios 

invalidantes de la actuación y de la decisión. 

El término de seis (6) meses previsto en el artículo 336 del C.P.C y artículo 60 de la 

ley 446 de 1.998 o el de dieciocho (18) meses establecido en el artículo 177 del 

Decreto No. 01 de 1.984 (C.C.A) o el de diez (10) meses que actualmente consagra 

el artículo 192 del C.P.A.C.A, son simplemente plazos de gracia que el legislador le 

ha otorgado como prerrogativa a las entidades pública de los distintos órdenes, a 

efectos de que realicen el pago sin conminación jurisdiccional, para que efectúen las 

disponibilidades, adiciones, traslados presupuestales que sean indispensable para 

proveer y efectuar el pago de la obligación contenida en la providencia judicial 

correspondiente. 

Se trata entonces, de un término de inembargabilidad y no de inejecutabilidad, 

como impropiamente lo ha expresado el legislador. Ese término de gracia implica 

que el juez mientras en mismo se encuentre en curso no podrá ordenar medidas 

cautelares de embargos o similares respecto de dineros incorporados en el 

presupuesto de la respectiva entidad deudora – ejecutada, dado que todos 

los recursos incorporados al presupuesto público tienen asignada una 

destinación específica y de ser afectados con embargos causarían 

traumatismos en el servicio público para los cuales esos recursos se 

encontraban destinados. 

La acción ejecutiva puede ejercitarse en todos los casos, a partir del día siguiente a 

aquel en que la obligación se ha hecho exigible ora porque es de carácter natural y 

no estaría sometida a término; ora porque se cumplió el plazo previsto por la ley o 

por convención de las partes; ora porque el documento en que costa es una 



providencia judicial que adquirió firmeza o ejecutoria, caso en el cual, la exigibilidad 

del crédito se acusa a partir del día siguiente a la fecha de la ejecutoria. 

La ley ha previsto un plazo o término dentro de los cuales se podrá ejercitar la 

respectiva acción judicial en forma útil o hábil. Los derechos para su ejercicio se 

encuentran sometidos a un plazo so pena de ser extinguidos por no ejercitarlos. No 

se pueden reclamar en cualquier época sino, dentro de los extremos temporales que 

ha establecido el legislador. 

Ese término legal de caducidad por regla general transcurre sin solución de 

continuidad, sin atender circunstancias subjetivas del titular del derecho de acción, 

ora negligencia, ignorancia de la ley u otra. Solo excepcionalmente, el legislador 

podrá ordenar la suspensión de tales términos de caducidad, piénsese en la 

hipótesis de la pandemia originada en el coronavirus COVD 19, que el Gobierno 

Nacional mediante Decretos – Leyes, ha dispuesto la suspensión de términos legales 

procesales judiciales pro témpore. 

Tampoco para el caso al estudio puede alegarse aplicación de las disposiciones de la 

Ley 550 de 1.999, derogada de forma expresa por medio de la Ley 1116 de 2006. 

Fue expedida para la reestructuración de los pasivos en el sector empresarial 

privado, a fin de evitar la desaparición de muchas empresas.  

Algunos municipios se acogieron a la definición de Acuerdo o reestructuración de 

sus deudas con los respectivos acreedores pero la finalidad y objetivo de esa ley, 

fue el sector privado evitando que llegaran a estados de quiebra o de concordatos. 

Esta norma legal previó en relación con las empresas que se acogieran a ese 

especial procedimiento de reestructuración de pasivos, que los procesos judiciales 

ejecutivos que se encontraren en curso en contra de ellas debían suspenderse de 

manera inmediata y que los acreedores ejecutantes hicieran valer sus créditos ante 

el respectivo promotor encargado de la reestructuración o acuerdo de pasivos. 

Obvio, porque se repite era la finalidad aliviar oxigenar la capacidad de pago de los 

créditos alongando los plazos. Contrario acontece cuando se determina liquidar o 

suprimir de la vida jurídica una unidad de explotación económica privada o pública. 

El fin único, es acabarla, liquidarla.  

Por otra parte, cuando el Gobierno Nacional define liquidar una entidad pública, 

como lo fue la Caja Nacional de Previsión Social, la liquida, vale decir, se extingue, 

desaparece como en efecto ocurrió con la caja nacional de Previsión Social, esa 

supresión fue ordenada por medio del decreto No.2196 de junio de 2.009. Fue 

reemplazada por otra entidad pública nueva: Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales – UGPP, según el artículo 156, como 

una persona de derecho público, con personería jurídica, autonomía administrativa 

y patrimonio independiente. 



Así las cosas, no tendría lógica, razón de ser que el plazo que demanda la 

liquidación o supresión de una entidad pública pueda entenderse como interrupción 

a los términos de caducidad de las acciones ejecutivas que se encuentran en curso o 

que puedan promoverse. Todo lo contrario, para la entidad pública en liquidación, 

ojalá los acreedores por las circunstancias que quieran imaginarse, les caducaran 

todas las posibles acciones judiciales. Luego, resultaría exótico, que la ley les 

ampliara ese término legal para demandar. Cuando una entidad pública está en 

liquidación, los procesos judiciales en curso continúan su trámite y si el 

procedimiento de liquidación o supresión de la entidad termina primero que los 

procesos judiciales, la ley o acto de supresión indican el sucesor procesal 

correspondiente. 

La Ley 153 de 1.887, establece y ordena que cuando una norma legal es clara, no 

hay que buscar interpretaciones so pretexto de indagar sobre el espíritu del 

legislador: debe aplicarse en su sentido natural y obvio. Luego, si el C.P.C.A., 

establece que el término de caducidad la acción ejecutiva de cinco (5) años, ese es 

el plazo. No puede indicarse que más 6 meses, 18, diez (10) meses. 

El artículo 164, literal “k” del C.P.A.C.A, establece y ordena que la acción ejecutiva 

se promueve válidamente: 

“Cuando se pretenda la ejecución con títulos derivados del contrato, de 

decisiones judiciales proferidas por la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo en cualquier materia y de laudos arbitrales contractuales, EL 

TÉRMINO PARA SOLICITAR LA EJECUCIÓN SERÁ DE CINCO (5) AÑOS, 

contados a partir de LA EXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN EN ELLOS 

CONTENIDA.”  (negrillas, mayúsculas y subrayas por fuera del texto legal). Igual 

plazo prevé el artículo 2536 del Código Civil. 

 Cuando el título de recaudo ejecutivo está representado por una providencia 

judicial como en el caso bajo estudio, resulta claro e incontrovertible que la 

exigibilidad de la obligación ejecutiva en ella contenida, será exigible desde el día 

siguiente al de la ejecutoria de esa providencia judicial fue el día 19 de marzo  de 

2.009, por lo que la demanda ejecutiva fue presentada por fuera de ese plazo legal 

de los cinco (5) años hábil para su ejercicio. 

La demanda ejecutiva fue presentada el día 13 de enero de 2.017 (fl. 44 del 

expediente principal). La ejecutoria de la sentencia base de la ejecución se surtió el 

día 30 de junio de 2.010, por lo que el término legal de caducidad de la acción 

ejecutiva para esa fecha ya se encontraba manifiestamente superado. Luego, el 

proceso legalmente se encontraba concluido en virtud de la caducidad de la acción 

ejecutiva. 



El estudio precedente se ha realizado y consignado solamente como pedagogía 

judicial y soporte de esa providencia, dado que si es pertinente para la mayoría de 

las acciones ejecutivas que promueven teniendo como base o títulos de recaudo 

ejecutivos providencias judiciales.  

Por otro lado, la parte ejecutante declara en la sentencia que la entidad pública 

demandada le hizo el pago del capital u obligación principal contenida en la 

providencia judicial que ahora se ha aportado como título de recaudo ejecutivo en la 

acción de la referencia. Enseña un aforismo universal del derecho, que lo accesorio 

corre la misma suerte de lo principal. Por tanto, si la obligación de capital se 

extinguió, lo propio aconteció respecto de los accesorios obligacionales, llámese 

intereses, indexación u otros créditos personales. En efecto el artículo 1.653 del 

Código Civil establece: 

“Si se deben capital e intereses, el pago se imputará primeramente a los 

intereses, salvo que el acreedor consienta expresamente que se impute al 

capital. 

Si el acreedor otorga carta de pago del capital sin mencionar los intereses, 

SE PRESUMEN ESTOS PAGADOS”. (negrillas, mayúsculas y subrayas por fuera 

del texto legal). 

La Carta de pago a que alude la norma legal es el Paz y Salvo que expide el 

acreedor satisfecho, la cual será tácita o expresa. Es el recibo, factura o 

asentimiento tácito, según el caso. En todo caso, la imputación del pago la realiza el 

acreedor que recibe el pago o solución de la obligación. 

En los autos no existe prueba de ninguna clase que demuestre que el “acreedor” 

demandante hubiere realizado imputación del pago recibido o que hubiere 

reclamado o reservado cobrar accesorios obligacionales, por tanto, para el sub lite, 

esos créditos accesorios se extinguieron desde la fecha en que se realizó el pago por 

parte de la ahora entidad pública ejecutada. Por consiguiente, por este aspecto no 

debió proferirse la orden de pago pero menos la sentencia ahora impugnada.  

Finalmente debe advertirse que librar mandamiento de pago y luego la consecuente 

sentencia ordenando la ejecución, atenta de manera grave contra el principio de la 

preclusión, de la definición de las situaciones jurídica pero especialmente, contra el 

patrimonio económico del Estado. No resulta legítimo que al cabo de varios años 

posteriores a la realización del pago de la obligación pretérita, se le demande al 

Estado judicialmente para que pague intereses moratorios e indexaciones 

inexistentes y onerosas. Se repite, cuando el acreedor al recibir el pago de la 

obligación principal sin realizar imputación del pago efectuado por el deudor, se 

presume extinguidas las obligaciones accesorias. 



Por todo lo que ha quedado expuesto, el Tribunal revocará la sentencia que ordenó 

seguir adelante con la ejecución de fecha 23 de mayo de 2.018 proferida por el 

Juzgado Veinticinco (25) Administrativo de Bogotá. Y, en su lugar, declararán 

probadas las excepciones de caducidad de la acción y la de pago total de la 

obligación e inexistencia de la misma. Sin costas en la instancia. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda, Subsección “A”, en nombre de la República y por autoridad de 

la ley,  

RESUELVE 

Primero: Revocar la sentencia de fecha 23 de mayo de 2.017 por medio de la 

cual se ordenó seguir adelante con la ejecución proferida por el Juzgado Veinticinco 

(25) Administrativo de Bogotá. En su lugar, declarar probada la excepción de 

caducidad de la acción y la de pago la obligación demandada, de 

conformidad con las consideraciones de esta providencia. 

Segunda.- Sin costas en la instancia. 

Tercero: Notificada esta providencia, devuélvase el expediente a la oficina de 

origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CUMPLASE. 

Discutido y aprobado, como consta en actas. 

  

                                             

José María Armenta Fuentes 
   Magistrado 

 

 

Néstor Javier Calvo Chaves 
Magistrado  

  

 
 

Carmen Alicia Rengifo Sanguino 

Magistrada 
SALVAMENTO DE VOTO 

 













































































































 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá, D.C., 15 de octubre  2020 

 

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

 
Radicado:  No. 2017-2888-00  

Demandante:  Clara Ivy González Marroquín   
Demandado:  Procuraduría General de la Nación  
   

 
 

 
Este despacho señala que a través de auto de fecha 04 de septiembre de 

2017, visible a folios (44-45), se admitió la demanda. 

 

Advierte el Despacho que por error involuntario, se admitió la demanda,  

siendo lo correcto manifestar impedimento, en consecuencia de lo anterior, y 

teniendo en cuanta que el Magistrado ponente en dichos asuntos se ha declarado 

impedido por tener interés al asunto, de conformidad con el artículo 141 del Código 

General del Proceso,  se dispone dejar sin efecto el autos por medio del cual se 

admitió el  presente recurso. 

 

En este orden de ideas, este Despacho dejará sin efectos el  auto de fecha   

04 de septiembre  de 2017  y una vez  ejecutoriada la presente providencia vuelve 

el expediente al Despacho para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE                                                

                                   

                                                         

 

José María Armenta Fuentes 
                 Magistrado  

 
 

 
 

 
 
 

 

 



                                                                                                                       

 
 

 

 



 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA-SUBSECCIÓN “A”. 

 

 

Bogotá,  D.C., 15 de octubre de dos mil veinte (2020).  

 

 

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes. 

 

 

Radicado :            2013-4051-01 
Demandante:  Adaulfo Jiménez Montesino    

Demandado : Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la  Protección-UGPP.           
 

 
 

 
Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el H. Consejo de Estado en 

proveído del catorce (14) de noviembre de dos mil diecinueve (2019) en 

cuanto  revoco la providencia del treinta (30) de abril de dos mil catorce 

(2014) proferida por esta Corporación, por medio del cual accedió a las  

pretensiones de la demanda.     

 

Notificada la anterior decisión, archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

                                                  

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
Magistrado 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA-SUBSECCIÓN “A”. 

 

 

Bogotá,  D.C., 15 de octubre de dos mil veinte (2020).  

 

 

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes. 

 

 

Radicado :            2013-5174-01 
Demandante:  Henry Quintero Santamaría      

Demandado : Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional       
                            CASUR  
 

 
 

Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el H. Consejo de Estado en 

proveído del veintisiete (27) de agosto de dos mil veinte (2020) en cuanto  

confirma la providencia del treinta y uno (31) de agosto  de dos mil diecisiete 

(2017) proferida por esta Corporación, por medio del cual negó las  

pretensiones de la demanda.     

 

Notificada la anterior decisión, archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

                                                 

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Magistrado 
 

 

 

 

 

 



 

 



 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA-SUBSECCIÓN “A”. 

 

 

Bogotá,  D.C., 15 de octubre de dos mil veinte (2020).  

 

 

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes. 

 

 

Radicado :            2013-6665-01 
Demandante:  Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional  

Parafiscales de la Protección UGPP.     
Demandado : Fernando Pacheco Zuñiga           
 

 
 

 
Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el H. Consejo de Estado en 

proveído del diecinueve (19) de junio de dos mil veinte (2020) en cuanto  

confirma la providencia del cuatro (04) de octubre de dos mil dieciocho 

(2018) proferida por esta Corporación, por medio del cual negó las  

pretensiones de la demanda.     

 

Notificada la anterior decisión, archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

                                                              

 

            José María Armenta Fuentes 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                  Magistrado 
 

 

 



 

 

 

 

 



T R I B U N A L A D M I N I S T R A T I V O DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN "A 

MAG ISTRADO PONENTE: J O S E MARIA ARMENTA F U E N T E S 

P roceso No. 
Demandan t e : 
Demandado : 

25000234200020140193600 
Fondo de Previsión Social del Congreso 
Eladio Iñigo Mosquera Borja 

A U D I E N C I A DE CONCILIACIÓN J U D I C I A L . 

1. INSTALACIÓN. 

En Bogotá D.C., el catorce (14 ) de octubre de dos mil ve inte (2 .020) , siendo las ocho y 
media de la mañana (8 :30a .m. ) , el Despacho se constituyó en audiencia pública y la 
declara abierta, con el fin de evacuar ia audiencia de conciliación señalada en el artículo 
192 del Código de Procedimiento Admin is t rat ivo y de lo Contencioso Admin istrat ivo y 
convocada a través del auto del 22 de sept iembre de 2020. 

Se les in forma a las partes que esta audiencia quedará grabada y el acta solo se suscribirá 
por el magistrado y quien actúa como escr ibiente. 

2. PRESENTACIÓN DE LAS PARTES 

A la audiencia compareció el Doctor A lber to García C i fuen tes , identi f icado con cédula de 
ciudadanía No. 7.161.380 y Tarjeta Profesional No. 72989 del Consejo Superior de la 
Judicatura, como apoderado de la ent idad demandante y la doctora Carmen Anaya de 
Castellanos, identif icada con la Cédula de Ciudad "la No. 26.757.050 y Tarjeta Profesional 
No. 107479 del C.S. de la J. como apoderado ust i tuto de la ent idad demandada de 
conformidad con el poder aportado en esta di!igt..<_ia. De igual fo rma se hace presente el 
Honorable Magistrado. 

3. CONCILIACIÓN 

En aras de prevalecer derechos fundamenta les , este Despacho ent iende que el recurso de 
apelación fue interpuesto opor tunamente , teniendo en cuenta que si bien la sentencia data 
del 22 de ju l io de 2019 y el recurso del 3 de sept iembre de la misma anual idad, se advirtió 
que la Secretaría no notificó en debida fo rma a la parte demandada, considerando que la 
sentencia solo fue enviada al correo personal del señor Eladio Iñigo y no a su apoderada 
la Dra. Carmen Anaya. Decisión que se notif ica en estrados, las partes no interponen 
recurso. 

El suscrito Magistrado invita a las partes a concil iar. La parte demandada manif iesta que 
no le asiste ánimo conci l iatorio sobre el derecho sustancial contenido en la sentencia de 
pr imera instancia, en consecuencia se declara fall ida y agotada la etapa de conciliación. 

Por lo anter ior, se concede para ante el H. Cor .jo de Estado, el recurso de apelación 
interpuesto y sustentado opor tunamente por apoderado del demandado contra la 
sentencia del 11 de ju l io de 2019, proferida por a Sala en el proceso de ia referencia. 

Quedan notif icadas en estrados las partes; por Secretaría de la Subsección remítase el 
expediente al H. Consejo de Estado para lo de su competenc ia. 



2 
Se deja constancia que esta audiencia ha quedado grabada y que el acta se suscribe 
mediante f i rma escaneada del Magistf-ado Ponente y quien actúa como escribiente, de 
conformidad con el artícuSo 11 del Decreto Legislativo No. 4 9 1 del 28 de marzo de 2020. 

José María A r m e n t a F u e n t e s . 
Mag is t rado 

isa P^ernandá Urrut ía Co r redo r 
Profesional Un ive rs i t a r i o G rado 16 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá D.C.,  15 de octubre de dos mil veinte 2020 

  

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes  

 

 

Radicado:   No. 2014-00075- 01 
Demandante:  Saúl Guillermo Luna Castro     

Demandado:  Departamento Administrativo de Seguridad Das  
                                       
 

 
Apelación de Sentencia. 

 
 
 

De conformidad con lo previsto en el numeral 4° del  artículo 247 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por el artículo 623 del Código General del Proceso, córrase traslado 

a las partes por el término de diez (10) días a partir de la notificación de esta 

providencia para que allegue los alegatos de conclusión, vencido dicho término, 

déjese el expediente a disposición del Ministerio Público por diez (10) días más 

para que rinda concepto.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLAS                                

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

             Magistrado  

 

 

 

 

 

 

 

 



 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá D.C.,  15 de octubre de dos mil veinte 2020 

  

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes  

 

 

Radicado:   No. 2014-0086- 01 
Demandante:  Pedro Antonio Córdoba López     

Demandado:  Ministerio de Defensa    
                                       
 

 
Apelación de Sentencia. 

 
 
 

De conformidad con lo previsto en el numeral 4° del  artículo 247 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por el artículo 623 del Código General del Proceso, córrase traslado 

a las partes por el término de diez (10) días a partir de la notificación de esta 

providencia para que allegue los alegatos de conclusión, vencido dicho término, 

déjese el expediente a disposición del Ministerio Público por diez (10) días más 

para que rinda concepto.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLAS 

                                            

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

              Magistrado  
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Es claro entonces, que en materia de factores de salario a 

considerar o computar para calcular y reconocer una prestación social 

pensional en Colombia, no resulta necesario acudir a los enlistados 

criterios auxiliares de la administración de justicia sino, aplicar en forma 

directa el texto constitucional, en los términos en que han sido 

reglamentados por la ley. En ese orden de ideas y en congruencia con las 

normas que han quedado reseñadas, no resulta atendible calcular las 

pensiones jubilatorias con fundamento en los lineamientos consagrados 

en la sentencia de 4 de agosto de 2010, adoptada por la Honorable 

Sección Segunda del Consejo de Estado, con ponencia del Consejero 

Víctor Alvarado. 

Al respecto, la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, medíante 

sentencia de unificación proferida el 28 de agosto de 2018, dentro deí 

proceso bajo el Radicado No. 52001-23-33-000-2012-00143-01, 

Accionante: Gladis del Carmen Guerrero de Montenegro, Accionado: Caja 

Nacional de Liquidación Social E . I .C .E . en Liquidación, Consejero 

Ponente: César Palomino Cortés, señaló: 

"(..-) Fijación de la Regla Jurisprudencial sobre el IBL en el régimen de transición 

92 Ds acuerdo con lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso Admimstraiivo sienta la 
siguiente regla jurisprudencial: 

"El Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de fa Ley 100 de 
1993 hace parte del régimen de transición para aquellas personas beneficiarías 
del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de 
reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985". 

93 Para este grupo de beneficiarios del régimen de transición / para e/ecro.í de fquida'' el 
IBl. como quedó planteado anteriormente, el Consejo de Estado fija ias siguientes 
subreglas: 

94 La primera s u b r e g l a es que para los servidores públicos que se pensionen conforme 
a ¡as condiciones de la Ley 33 de 1935, el periodo para liquidar la pensión es-

• Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingrese base 
de liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere faifa para 
ello, o '¡i) el cotizado dwante rodo el tiempo, el que fuera supenor, actualizado 
an.iaimente con base en la variación del índice de Precios al consumidor, segun 
certificación que expida el DAÑE. 
- Si faltare más de diez (10,. años, el ingreso base de liquidación será ei promedio oe ios 
salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado ei afiliado durante los c^ez (10) años 
anreñores al reconocimiento de ia pensión, actualizados anualmente con base en la 
variación del Indice de precios al consumidor, según certificador} que expiaa ei DAÑE. 

95 La Sala Plena considera importante precisar que la regla estad,ec'da en esra 
providencia, así como la primera subregla, no cobija a los docenr.es afiliados a! Fondo 
Nacional de Prestaciones Sedales del Magisterio, pues fueron exceptuados del Sistema 
Integral de Segundad Social por virtud del artículo 279 de la Ley IDO de 1993 y su 
régimen pensional está prev.sto en la Ley 91 de 1989'. Por esta razón, estos servidores 
no están cobijados por el régimen de transición. 

'• Le/ \3C d e 1 9 ^ i 3 . " A r t í c u l o 2 7 9 , E X C E P C I O N E S . Eil ? s t e m a I n t e g r a l d e S e q u r i : a d Soc ia l c a n t 3 n i : c en n . - r e í e n i f Ley no ^ n l i ^ i 
I . ] 5 os adi a a o ; al F o n d o N n c i o n a l d e Prestac o n e - 5 o , ; i a l e s del M a g i s t e r i o , cre.sdo por la Ley 9 1 de i s e a c y a s p rEs tac io i i f " . á . a . g o 
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(...) 
96 La s e g u n d a s u b r e g l a as que los factores salariales que se deben incluir en el IBL 
para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son 
ún.camente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 
Sistema de Pensiones. 

97 Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Politice que consagra el 
principio de solidaridad corneo uno de los principios fundamentales del Estadc Socal de 
Derecho. 

98 El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social come "un servicio púolico de 
carácter obligatorio que se presiará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en 
sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 
establezca la Ley". El legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio 
como "[...] la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del -nás fuerce hacia el más 
déoil". 

99 La interpretación de la norma que más se ajusta al articulo 48 constitucional es aquella 
según la cual en el régimen general de pensiones, previsto en ia Ley 33 de 1985, solo los 
factores sobre los que se haya rea/izado el aporte o cotización pueden incluirse 
como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional. 

100. De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el artículo 
48, para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo de 
servicio y las semanas d e cotización. Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán 
en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. 

101. A Juicio de la Sala Plena, ía tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación 
en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, segun la cual el artículo 3 de ia i-t-y 
33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales q le conforman la tase de 
liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente enunciados y no impeaian 
la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el último año de 
prestación de servicio, va en contravia del principio de solidaridad en materia de seguridad 
social. La inclusión de todos los factores devengados por el seividor durante e! último año 
de servicios fue una tesis que adoptó ta Sección Segunda a partir deí sentido y a'cance da 
las expresiones "salario" y "factor salarial", bajo el entendido que 'constituyen salario 
todas las sumas que habitual y oeriodicamente recibe el empleado como retribución por 
sus servicios" con fundamento, además, en los principios ae favorabilidaa en materia 
laboral y progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa 
'a voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad de configui ación enlistó ios 
factores que conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se dene limitar 
dicha base. 

102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta solo 
los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del sistema 
ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión dei resto de haonantes 
dei terrirorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en acatamiento de los 
principios constitucionales de universalidad y eficiencia. 

103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que ia pensión de los 
beneficiarios de la transición se liouide conforme a los factores sobre los cuales se ^a 
cotizado; (iO se respeta la debida correspondencia que en un sisteme' de contribución 
bipartita debe existir entre 'o aportado y lo que el sistema retorna al afiliado y (>,i) se 
asegura 'a viabilidad financie'~a del sistema." (...)" 

En la providencia anteriornnente transcrita quedó estableció 

claramente que, de conformidad con el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

en donde se regula el régimen de transición de dicha no rna , cuando el 

causan:e de la pensión de jubilación del régimen general de ios servidores 

públicos, se encuentra inmerso en el mismo, por edad (35 años o más las 

mujeres y 40 años o más los hombres) o tiempo de cotización (15 años o 

más de servicios cotizados) a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

ssrár c o n p a : i b l c S t e n pcní . io r ies o c u a l q u i e r c a s e de í.Lniuneración. Este Fondo sera te^ipí r i í a M e Je la r>;i>ecl i . icn y pí-cio r-; l o ' u ; 

p e n ' i j o r a i e s < n f -?vo - d e e d u c a d o r e s q u e se r e t i r e n del serviCiO. de c o n f o r m i d a d con ia r e g i s n i - í n t a r i ó r c u f f d - í i ¿I t f i ; c " o se •;>!) d , ' | 
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1993, le es aplicable la norma anterior "a la que se encontrara afiliado" 

(Ley 33 de 1985) , pero sólo en cuanto a los requisitos para el 

reconocimiento del derecho (edad y tiempo de servicio o cotización), y el 

monto de la pensión, y no respecto del ingreso base de liquidación ( I BL ) , 

el cual es el establecido en inciso tercero del Artículo 36 de la mencionada 

ley, es decir, que la liquidación debe hacerse con ei promedio de los 

salarios devengados " q u e s i r v i e r o n d e b a s e p a r a l o s a p o r t e s " durante 

los últimos 10 años, o el promedio de lo devengado en ei tiempo que le 

haga falta para adquirir el derecho, cuando le faltare menos de 10 años. 

Así mismo, respecto a los factores que hacen parte del Ingreso base 

de liquidación ( I BL ) , definió el órgano de cierre de la jurisdicción, que soio 

debían incluirse aquellos sobre los cuales el servidor público beneficiario 

del régimen de transición hubiere realizado aportes a¡ sistema, con 

fundamento en el principio de solidaridad contenido en los Artículos 1*̂  y 

48 de la Constitución Política y desarrollado en el Artícuio 2 de la Ley 100 

de 1993. 

Concluyendo entonces que, el concepto de salario entendido con"o 

todo lo que recibe el trabajador como contraprestación por su servicio, 

difiere sustancial mente del concepto de factor salarial a efectos de 

confornar el ingreso base de liquidación de las prestaciones pensiónales 

reconocidas a los servidores públicos y que, aun cuando inicialmente su 

equivalencia se justificó en el principio de favorabilidad en pro de la 

condición más beneficiosa al trabajador, lo cierto es , que tal 

interpretación excede la voluntad del legislador y hace inviaole el sistema 

pensional cuya base funcamental son los aportes de los afiliados como 

garantía del Estado para asegurar la universalidad deí derecho 

irrenunciable a la seguridad social. 

Así las cosas las pensiones deben en lo sucesivo, ser reconocidas 

solamente teniendo en cuenta los factores respecto de los cuales cada 

persona hubiere realizado aportes para la seguridad social en pensiones, 

vale óecT, se acoge en adelante, las disposiciones constitucionales, 

ju'isprudenciales y legales aludidas. Igualmente se define que el 

promedio de factores de salarios para tal f in, será el de los últimos 10 
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años o la fracción menor de tiempo que en cada caso le faitare a la 

persona, teniendo como referencia la fecha de entrada en vigencia de la 

Ley 100 de 1993, según ei caso. 

Por lo anterior, y teniendo en cuenta el materia! probatorio allegado 

al expediente queda claro para la Sala que la señora Amparo Florez Mora 

Perico de Torres, nació el 15 de julio de 1956 cumpliendo 55 años de 

edad e' 16 de julio de 2006. Que laboró en el Departamento Nacional de 

Planeación desde 01 de junio de 1978 hasta el 08 de agosto de 1982, en 

el Ministerio de Hacienda desde ei 09 de agosto de 1982 hasta el 30 de 

noviembre de 1991 y en la Caja Nacional de Previsión CAJANAL desde el 

21 de septiembre de 1992 hasta el 01 de marzo de 2005. (FIs. 3 - 17) , es 

decir; que cumplió l o s 2 0 años d e s e r v i c i o e l 0 1 d e i u n i o d e 1 9 9 8 , y 

iii) para la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, ten;a 35 años de 

edad, por lo que se encontraba en el régimen de transición allí 

establecido, en cuanto a los requisitos para el reconocimiento del derecho 

(edad, tiempo de servicie o cotización y el monto de la pensión), y no 

respecto del ingreso base de liquidación ( IBL ) , el cual, se reitera, se rige 

por las disposiciones contenidas en la Ley 100 de 1993 y sus 

disposiciones reglamentarias, es decir, con el promiedio da los salarios 

devengados ''que sirvieron de base para ¡os aportes al sistema de 

seguridad social" tal y ccmo lo definió la Sala Plena del H. Consejo de 

Estado, mediante sentencia del 28 de agosto de 2018, en la que unificó el 

criterio respecto a la base de liquidación de las pensiones de jubilación. 

Así las cosas, la Sala encuentra ajustado a derecho los actos 

administrativos demandados, en cuanto a que en los términos del Artículo 

36 de la Ley 100 de 1993, la parte demandante no t.ene derecho a la 

relicuidación del beneficio pensional que le fuera reconocido incluyendo 

todos los factores salariales devengados durante el último año de 

servicios, ya que el cálculo de su monto ( IBL ) debe realizarse según las 

prescripciones establecidas en el artículo 36 ibídem, tal y como lo hizo la 

entidac demandada. En consecuencia, se conf irmará sentencia proferida 

el 07 de diciembre de 2018, por el Juzgado Veintiuno Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá D.C., por medio de la cual negó las 

pretensiones de la demanda. 
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/ V , 

Considerando que la parte actora no observó una conducta dilatoria 

o de mala fe dentro de la actuación surtida centro del proceso, no 

procede la condena en costas. Esta evaluación se realiza con fundamento 

en lo ordenado en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998. 

En mérito de lo expuesto, e l T r i b u n a l A d m i n i s t r a t i v o d e 

C u n d i n a m a r c a , Sección S e g u n d a , Subsección ^^A", administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley; 

P r i m e r o C o n f i r m a la sentencia proferida el 07 de diciembre de 

2017, po'" el Juzgado Veintinueve Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C., dentro del proceso promovido por la Señora Amparo FIórez 

Mora contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensiona! y 

Contribuciones Parafiscales, por medio de la cual se negó las pretensiones 

de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

S e g u n d o : Devuélvase ei expediente al Juzgado de origen. 

F A L L A : 

Cópiese, N o t i f i q u e s e , Comuniqúese y Cúmplase. 
Discutido y aprobado como consta en-áctas. 

C a r m e n A l i c i a R e n g i f o S a n g u i n o 
M a g i s t r a d a 
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T R I B U N A L A D M I N I S T R A T I V O DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN "A " 

MAG ISTRADO PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA F U E N T E S 

P roceso No. 25000234200020150125600 
Demandan t e : Fondo de Previsión Social del Congreso 
Demandado : Beatriz Eugenia Hernández Obando 

A U D I E N C I A DE CONCILIACIÓN J U D I C I A L . 

1. INSTALACIÓN. 

En Bogotá D.C., el catorce (14) de octubre de dqs mil ve inte (2 .020) , siendo las nueve y 
media de la mañana (9 :30a .m. ) , el Despacho se constituyó en audiencia pública y la 
declara abierta, con e! fin de evacuar la audiencia de conciliación señalada en el artículo 
192 del Código de Procedimiento Admin is t rat ivo y de lo Contencioso Admin istrat ivo y 
convocada a través del auto del 22 de sept iembre de 2020. 

Se les informa a las partes que esta audiencia quedará grabada y el acta solo se suscribirá 

por el magistrado y quien actúa como escribiente. 

2. PRESENTACIÓN DE LAS PARTES 

A la audiencia compareció el Doctor José Armando Rondón Reyes, identi f icado con cédula 
de ciudadanía No. 19.394.944 y Tarjeta Profesional No. 109.262 de! Consejo Superior de 
la Judicatura, como apoderado del demandante , la demandada señora Beatriz Eugenia 
Hernández Obando y su apoderado el Doctor Germán de Jesús Londoño Carvajal, 
identif icado con la Cédula de Ciudadanía No. 15.347.746 y Tarjeta Profesional No. 75879 
del C.S. de la J. De igual forma se hace preséntele! Honorable Magistrado. 

3. CONCILIACIÓN 

El suscrito Magistrado invita a las partes a concil iar. La parte demandada manif iesta que 

no existe ánimo conci l iatorio sobre el derecho sustancial contenido en la sentencia de 

pr imera instancia, en consecuencia se declara fall ida y agotada la etapa de conciliación. 

Por lo anter ior, se concede para ante el H. Consejo de Estado, el recurso de apelación 

interpuesto y sustentado opor tunamente por el apoderado del demandado contra la 

sentencia del 9 de mayo de 2019, proferida por esta Sala en el proceso de la referencia. 

Quedan notif icadas en estrados las partes; por Secretaría de la Subseccion remítase el 

expediente al H. Consejo de Estado para lo de su competenc ia. 
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Se deja constancia que esta audiencia ha quedado grabada y que el acta se suscribe 
mediante f i rma escaneada del Magistrado Ponente y quien actúa como escribiente, de 
conformidad con el artículo 11 del Decreto Legislativo No. 4 9 1 del 28 de marzo de 2020. 

José María A r m e n t a F uen t e s . 
Mag is t rado n 

Lu i sa FTernanda Urrut ia Cor redor 
P ro fes iona l Un ive rs i t a r i o 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN “A” 

 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veinte (2020).  

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes 

Referencia:  2015- 00251 - 01  

Demandante:  Leonilda Toro de Marín   

Demandado:  La Nación – Ministerio de Defensa Nacional –  

    Ejército Nacional 

Controversia:  Reconocimiento Pensión de Sobreviviente Soldado  
     Voluntario. 

 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre el recurso de apelación 

interpuesto por el apoderado de la entidad demandada contra la sentencia 

proferida el veintiuno (21) de septiembre de dos mil dieciséis (2016), mediante 

la cual se accedió a las súplicas del libelo demandatorio. 

ANTECEDENTES 

La señora Leonilda Toro de Marín, a través de apoderado judicial 

especial ha promovido ante la jurisdicción acción o medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho pretendiendo la declaratoria de nulidad de la 

Resolución 7805 del 22 de octubre de 2012, mediante la cual se negó el 

reconocimiento de pensión de sobreviviente en calidad de madre de quien 

fungió como Soldado Voluntario ya fallecido ANDRES MARIN TORO. Como 

restablecimiento del derecho solicita el reconocimiento y pago de la pensión de 

sobreviviente desde la fecha de muerte del causante (03 de marzo de 1998), 

“reconocimiento y reajuste de las partidas computables como son prima de 

antigüedad, prima de actividad, subsidio familiar en su totalidad, asignación de 

retiro y demás prestaciones del actor de acuerdo con su grado (…)” (fl. 17), los 

intereses moratorios exigibles a partir de la causación del reconocimiento de 

las partidas computables en la asignación de retiro.   

Hechos que sustentan la demanda 

El Señor ANDRES MARIN TORO, se vinculó la Ejercito Nacional como 

Soldado Voluntario cumpliendo un tiempo total de servicio de un año (01), 

once (11) meses, y veintiocho (28) días, registra como última unidad el 

Batallón Contraguerrilla No 52 guarnición Nilo (fl. 4 y 47).  
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Que el Señor ANDRES MARIN TORO, falleció el día 03 de marzo de 1998 

cuando prestaba sus servicios como Soldado Voluntario en COMBATE.  

Que mediante Resolución No 286 de 1999, fue ascendido de forma 

póstuma al grado Cabo Segundo, (fl.4) 

Que ANDRES MARIN TORO es hijo de la Señora LEONILDA TORO, según 

consta en el Certificado de nacimiento, (fl,11).  

Que la Señora LEONILDA TORO, mediante apoderado presentó solicitud 

de reconocimiento de pensión de sobreviviente a la entidad por la muerte de 

su hijo, petición que fue denegada con la Resolución No 7805 del 22 de 

octubre de 2012, acto que hoy demanda mediante el medio de control de 

nulidad y restablecimiento.    

Sentencia de Primera Instancia 

En primera instancia el proceso correspondió al Juzgado Tercero (03) 

Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, quien mediante sentencia de 

fecha 21 de septiembre de 2016 accedió las pretensiones de la demanda (fls. 

101-104), para lo cual elaboró una disquisición sobre las normas relativas al 

reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, en las que incluyó: el Decreto 

2728 de 1968, el artículo 46 de la Ley 100 de 1994, modificado por el artículo 

12 de la Ley 797 del 2003, el Decreto 1211 de 1990; luego, en aplicación al 

principio de favorabilidad y el artículo 53 de la Constitución Nacional, arribó  a 

la conclusión que la pensión de sobreviviente por la muerte en combate de 

quien en vida llevaba el nombre de ANDRES MARÍN TORO, era procedente en 

aplicación el artículo 189, literal d, del Decreto 1211 de 1990. En 

consecuencia, reconoció la pensión de sobreviviente a la madre del causante 

por encontrar acreditados los presupuestos normativos para ello, pensión 

reconocida en una cuantía del 50 % de la asignación básica de acuerdo al 

artículo 158 del Decreto 1211 de 1990; declaró la prescripción de las mesadas 

causadas con anterioridad al 23 de diciembre de 2006 y, condenó en costas a 

la entidad demandada en un valor de trecientos mil pesos ($300.000).     

Recurso de Apelación 

El apoderado de la entidad demandada impetró recurso de apelación contra la 

sentencia antes mencionada, esgrimiendo que la Constitución Política permite 

un régimen especial para los miembros de la fuerza pública, que para la fecha 

de fallecimiento de ANDRES MARIN TORO (03 de marzo de 1998), quien se 

desempeñaba como soldado voluntario se encontraba vigente la Ley 131 de 

1985 y el Decreto 2728 de 1968, que el reconocimiento de un grado póstumo 
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al fallecimiento no significa que pueda aplicarse el régimen de suboficial, 

porque para la época el soldado voluntario no se contemplaba como un 

soldado profesional.  Asegura que el régimen especial de los soldados 

voluntarios contemplaba las consecuencias y reconocimientos pecuniarios 

como la indemnización que debían hacerse sin que ello implicara que se podían 

considerar como suboficiales; pues la normativa que homologó a los soldados 

voluntarios como soldados profesionales tuvo vigencia a partir del 2004, fecha 

posterior al fallecimiento de ANDRES MARIN TORO. 

Proposición Jurídica a Resolver en esta Contención e Instancia 

En el caso concreto la Sala debe establecer si la demandante en calidad de madre del 

causante (Cabo Segundo póstumo) ANDRÉS MARÍN TORO, tiene derecho a que se 

le reconozca una pensión de sobrevivientes de conformidad con el artículo 189 del 

Decreto 1211 de 1990 teniendo en cuenta que su hijo murió en combate siendo 

soldado voluntario antes del 2004. 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 

Agotadas las distintas etapas propias de la instancia y sin que se 

adviertan motivos de nulidad que puedan invalidar total o parcialmente lo 

actuado, procede el juzgador colectivo a realizar el estudio de las diversas 

piezas del expediente para a partir de allí, adoptar la decisión que en derecho y 

justicia corresponda. 

El Decreto 2728 del 2 de noviembre de 1968 “Por el cual se modifica el 
régimen de prestaciones sociales por retiro o fallecimiento del personal de 
Soldados y Grumetes de las Fuerzas Militares”, contemplo a favor del soldado 
que muera en combate en servicio activo, los siguientes beneficios: 

  

“ARTÍCULO 8o. El Soldado o Grumete en servicio activo, que fallezca por causa 
de heridas o accidente aéreo en combate o por acción directa del enemigo, 
bien sea en conflicto internacional o en mantenimiento del orden público, será 

ascendido en forma póstuma al grado de Cabo Segundo o Marinero y sus 
beneficiarios tendrán derecho al reconocimiento y pago de cuarenta y ocho 

(48) meses de los haberes correspondientes a dicho grado y el pago doble de 
la cesantía. A la muerte del Soldado o Grumete en servicio activo, causada por 
accidente en misión del servicio, sus beneficiarios tendrán derecho al 

reconocimiento y pago de treinta y seis (36) meses del sueldo básico que en 
todo tiempo corresponda a un Cabo Segundo o Marinero. 

  

A la muerte de un Soldado o Grumete en servicio activo o por causas 
diferentes a las enunciadas anteriores a sus beneficiarios tendrá derecho al 

reconocimiento y pago de veinticuatro (24) meses de sueldo básico que en 
todo tiempo corresponda a un Cabo Segundo o Marinero.” 
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Así desde el año 68 se contemplaba como consecuencia de la muerte en 

combate: 1. El ascenso de forma póstuma al grado de Cabo Segundo del 

soldado caido. 2. El reconocimiento y pago de cuarenta y ocho (48) meses de 

los haberes correspondientes al grado de Cabo Segundo. 3. Al pago doble de 

las cesantías. 

Luego, con la Ley 131 de 1985 se estableció el grado de soldado voluntario, 

para quienes después de haber cumplido un año en la prestación de servicio 

militar obligatorio, quisieran continuar vinculados a las fuerzas militares en 

calidad de soldados, de manera que en virtud del artículo 2, quedaban sujetos 

al Código de Justicia Penal Militar, al Reglamento de Régimen Disciplinario, al 

Régimen Prestacional y a las normas relativas a la capacidad psicofísica, 

incapacidades, invalideces e indemnizaciones para los soldados de las Fuerzas 

Militares y los reglamentos especiales que se expidieran para el desarrollo de 

aquella ley. 

Se estableció el régimen prestacional para la categoría de soldados voluntarios 

y, en su artículo sexto dispuso:  

“Artículo 6º. El soldado voluntario que sea dado de baja, tiene derecho a que el Tesoro 

Público le pague por una sola vez, una suma equivalente a un mes de bonificación por cada año 

de servicio prestado en dicha calidad y proporcionalmente por las fracciones de meses a que 

hubiere lugar. “ 

El Decreto 1211 de 1990, norma que reguló las prestaciones sociales 

para oficiales y suboficiales de la fuerza pública, estableció en su artículo 189 

lo siguiente referido a las prestaciones que deben ser reconocidas en muerte 

en combate:  

ARTÍCULO 189. MUERTE EN COMBATE. A partir de la vigencia del presente Estatuto, a la muerte 
de un Oficial o Suboficial de las Fuerzas Militares en servicio activo, en combate o como 

consecuencia de la acción de enemigo, bien sea en conflicto internacional o en el mantenimiento 
o restablecimiento del orden público, ser ascendido en forma póstuma al grado inmediatamente 
superior, cualquiera que fuere el tiempo de servicio en su grado. Además, sus beneficiarios, en 
el orden establecido en este Estatuto, tendrán derecho a las siguientes prestaciones: 

  

a. A que el Tesoro Público les pague por una sola vez, una compensación equivalente a cuatro 
(4) años de los haberes correspondientes al grado conferido al causante, tomando como base las 
partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto. 

  

b. Al pago doble de la cesantía por el tiempo servido por el causante. 

  

c. Si el Oficial o Suboficial hubiere cumplido doce (12) o más años de servicio, a que el Tesoro 

Público les pague una pensión mensual, la cual será liquidada y cubierta en la misma forma de la 
asignación de retiro, de acuerdo con el grado y tiempo de servicio del causante. 

d. Si el Oficial o Suboficial no hubiere cumplido doce (12) años de servicio, sus beneficiarios en 

el orden establecido en este estatuto, con excepción de los hermanos, tendrán derecho a que el 
Tesoro Público les pague una pensión mensual equivalente al cincuenta por ciento (50%) de las 
partidas de que trata el artículo 158 de este Decreto.” (Subraya fuera de texto original) 
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A su turno el artículo 158 del Decreto 1211 de 1990, prevé como prestaciones por retiro las 
siguiente: 

“ARTÍCULO 158. LIQUIDACION PRESTACIONES. Al personal de Oficiales y Suboficiales que sea 
retirado del servicio activo bajo la vigencia de este estatuto, se le liquidarán las prestaciones 
sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas así: 

 - Sueldo básico. 
 - Prima de actividad en los porcentajes previstos en este estatuto. 
 - Prima de antigüedad. 

 - Prima de Estado Mayor, en las condiciones previstas en este estatuto. 
 - Duodécima parte de la prima de Navidad. 
 - Prima de vuelo en las condiciones establecidas en este Decreto. 
 - Gastos de representación para Oficiales Generales o de Insignia. 
 - Subsidio familiar. En el caso de las asignaciones de retiro y pensiones, se liquidar conforme a 
lo dispuesto en el artículo 79 de este estatuto, sin que el total por este concepto sobrepase el 

cuarenta y siete por ciento (47%) del respectivo sueldo básico. 

 - Bonificación por compensación 
 PARAGRAFO. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo ninguna de las 
demás primas, subsidios, auxilios, bonificaciones y compensaciones consagradas en este 
estatuto, ser computable para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensiones, 
sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales. 

 

La pensión de invalidez ha sido instituida como una herramienta que permite 

materializar los principios proteccionistas del Estado Social de Derecho, frente 

a la Seguridad Social de los ciudadanos que quedan desprotegidos después del 

fallecimiento de quien en vida suministraba su soporte económico para vivir, 

por lo que ha reglamentado la forma de acceder a tal emolumento.  

Si bien la Ley no contempla la pensión de sobreviviente para el grado de 

soldado voluntario, si lo establece para el grado de Cabo Segundo, al que 

deben ser ascendidos de forma póstuma los soldados voluntarios; teniendo en 

cuenta que desde el Decreto 2728 del 2 de noviembre de 1968, se 

contemplaba el reconocimiento de otros emolumentos por causa de la muerte 

en combate como el pago de 48 meses de haberes sobre la base salarial del 

grado de Cabo segundo y no el de soldado Voluntario, no se observa 

impedimento legal para reconocer y pagar una pensión de sobreviviente como 

la contemplada en el Decreto 1190 de 1990, finalmente los soldados 

voluntarios terminan siendo ascendidos al grado de Cabo Segundo de forma 

honorifica, pero ese carácter no obsta para  que resulten siendo suboficiales de 

las Fuerzas Militares y, en consecuencia, destinatarios de las prestaciones de 

tal régimen prestacional.  

Ahora bien, el Estado no puede desconocer derechos como el de la seguridad 

social, que ha sido promulgado como “la totalidad de las medidas que propenden por el 

bienestar de la población en lo relacionado con la protección y cobertura de unas necesidades 

que han sido socialmente reconocidas, por ello, con respecto al contenido de este especial 

derecho, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación General 

No. 19 destacó que: “El derecho a la seguridad social incluye el derecho a obtener y mantener 

prestaciones sociales, ya sea en efectivo o en especie, sin discriminación, con el fin de obtener 

protección, en particular contra: a) la falta de ingresos procedentes del trabajo debido a 

enfermedad, invalidez, maternidad, accidente laboral, vejez o muerte de un familiar; b) gastos 
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excesivos de atención de salud; c) apoyo familiar insuficiente, en particular para los hijos y los 

familiares a cargo.””1 

De otro lado se encuentra el derecho a la igualdad, promulgado constitucional 

e internacionalmente, y es que para el caso que nos ocupa los soldados 

voluntarios no pertenecían a la jerarquía de oficiales o suboficiales, esto no es 

óbice para negar las garantáis básicas en seguridad social, pues contaban con 

una vinculación legal que les imponía la prestación de un servicio a la patria, 

en defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 

nacional y el orden constitucional; así que, las consecuencias derivadas de la 

prestación de mencionado servicio deben ser consideradas en la legislación en 

las proporciones determinadas.  

No existe duda para la Sala que el derecho al reconocimiento de una pensión 

de sobreviviente en razón de la muerte en combate de un soldado voluntario 

debe ser reconocida como medio a través del cual se materializa el derecho 

fundamental e irrenunciable a la seguridad social y a la igualdad.  

De antaño se viene aplicando el criterio de dar inaplicabilidad al artículo 8 del 

Decreto 2728 de 1968 en cuanto no dispone el reconocimiento y pago de una 

pensión de sobreviviente a favor de los familiares de los soldados regulares 

muertos en desarrollo de actos propios del servicio y, en su lugar, aplicar el 

Decreto 95 de 1989 o el artículo 189  del Decreto 1211 de 1990, dependiendo de la 

fecha de la muerte del causante, con el objetivo de reconocer la prestación 

periódica, bajo las consideraciones de garantizar el derecho a la seguridad 

social y la igualdad, como se observa a continuación: “(…)Bajo estos supuestos, 

resulta evidente la existencia de un trato diferenciado entre las prestaciones que le son 

reconocidas, por el Decreto 2728 de 1968 a los familiares de los soldados muertos en desarrollo 

de actos propios del servicio y las previstas por el Decreto 1211 de 1990, para los oficiales y 

suboficiales de las Fuerzas Militares muertos en las mismas circunstancias. 

A juicio de la Sala tal discriminación tiene lugar debido a que las citadas disposiciones fueron 

expedidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, sólo a 

partir de la cual, se reivindican como principio y derecho constitucionales la igualdad material y 

la seguridad social, respectivamente.”
 2 

No obstante lo anterior, el Decreto 4433 del 31 de diciembre de 2004, en el 

capítulo tercero, artículo 19 y 22, estableció la pensión de sobrevivientes para 

soldados profesionales: Los beneficiarios de los Soldados Profesionales incorporados a partir 

de la entrada en vigencia del Decreto-ley 1793 de 2000, tendrán derecho a que por el Tesoro 

Público se les pague una pensión mensual de sobrevivientes reconocida por el Ministerio de 

                                                      
1
 Sentencia T-690-14 de la Corte Constitucional - Magistrada MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ.  

2
 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda – Subsección B - siete (7) de 

julio de dos mil once (2011) Radicado: 2004-00832-01(2161-09). Disponible: 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/PDF/70001-23-31-000-2004-00832-01(2161-

09).pdf.  
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Defensa Nacional en las condiciones y con los requisitos previstos en el presente decreto. 

Igualmente, para los solos efectos previstos en el presente artículo, se entienden como Soldados 

Profesionales, los Soldados Voluntarios que hubieren fallecido entre el 7 de agosto de 2002 y el 

31 de diciembre de 2003, en las circunstancias señaladas en el artículo 32 del presente decreto. 

Con la anterior norma, el Gobierno Nacional, zanjó parcialmente un vacío legal 

existente, toda vez que limitó en tiempo de quienes pudieren ser beneficiarios 

de la pensión de sobrevivientes de acuerdo a la fecha de vinculación de 

soldado voluntario a soldado profesional.   

Finalmente, en sentencia de unificación jurisprudencial del Magistrado 

Ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ, el cuatro (4) de octubre del dos mil 

dieciocho (2018), el Consejo de Estado estableció las siguientes reglas 

jurisprudenciales respeto el reconocimiento de la PENSIÓN DE 

SOBREVIVIENTES DE SOLDADOS VOLUNTARIOS FALLECIDOS ANTES DEL 7 DE 

AGOSTO DE 2002, en las que estableció:  

“(…) Por lo anterior, la autoridad administrativa deberá reconocer a los beneficiarios de 

los soldados voluntarios fallecidos en combate, la pensión de sobrevivientes consagrada en 

el artículo 189, literal d.) del Decreto 1211 de 1990, o 184, literal d) del Decreto 95 de 

1989, según la fecha del deceso, siempre y cuando se acrediten los requisitos exigidos por 

el régimen general para efectos del reconocimiento de dicha prestación, esto es, acreditar 

el parentesco con el causante. El reconocimiento de tal prestación se sujetará a las 

siguientes reglas:  

1. Deberá atender el orden de beneficiarios de que trata el artículo 185 del Decreto 

1211 de 1990 o el del Decreto 95 de 1989, según la fecha de fallecimiento.  

2.  Para efectos de calcular el monto de la pensión habrá de tener en cuenta los 

haberes correspondientes al grado conferido como consecuencia del ascenso 

póstumo.  

3.  El ingreso base de liquidación deberá establecerse conforme las partidas 

computables previstas en el artículo 158 del Decreto 1211 de 1990 o las del 

artículo 153 del Decreto 95 de 1989.  

4. No deberá efectuar descuento alguno por concepto de la compensación por muerte 

que hubiere recibido de conformidad con las reglas de unificación señaladas en 

esta providencia.” 

 

En los términos anteriores, las reglas señaladas anteriormente permiten el 

reconocimiento de pensión de sobreviviente a los familiares del soldado 

voluntario fallecido antes del 7 de agosto de 2002, situación que no fue 

contemplada expresamente en la normatividad aplicable, pero que en virtud de 

los principios Protectorio - favorabilidad - principio pro homine o pro persona e 

inescindibilidad, es un derecho que no puede ser desconocido.  
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DEL CASO CONCRETO 

De las razones expresadas anteriormente se entiende que la Señora Leonilda 

Toro, le debe ser reconocida pensión de sobreviviente con ocasión al 

fallecimiento en combate de su hijo en calidad de soldado voluntario, 

ascendido de forma póstuma al grado de Cabo Segundo, de la siguiente 

manera:  

La regla jurisprudencial para el caso objeto de estudio ha establecido que la 

pensión de sobreviviente por muerte en combate debe ser reconocida bajo los 

parámetros del artículo 185 del Decreto 1211 de 1990 o el del Decreto 95 de 

1989, según la fecha de fallecimiento.  

El certificado de defunción que reposa a folio 12 del expediente informa que la 

fecha de la muerte de ANDRES MARIN TORO ocurrió el 03 de marzo de 

1998; se encuentra acreditado a folio 4 del expediente que el Soldado 

Voluntario del Ejercito Nacional ANDRES MARIN TORO, en copia de informativo 

administrativo por muerte N° 61 del 10 de marzo de 1998, falleció en 

combate prestando sus servicios al Batallón de Contraguerrillas N° 52. 

Mediante Resolución 286 de 1998, el Ejército Nacional ascendió de forma 

póstuma al Soldado Voluntario ANDRES MARIN TORO, al grado de Cabo 

Segundo.  

El artículo 270 del Decreto 1211 de 1990 establece que tal disposición rige a 

partir de la fecha de su publicación y deroga el Decreto-ley 95 de 1989 y 

demás disposiciones que le sean contrarias, el Decreto que viene citado fue 

publicado en el DIARIO OFICIAL N. 39406. el 8 de junio de 1990, al ser la 

fecha de deceso del causante de la pensión que se reclama el 03 de marzo de 

1998, la norma aplicable es el Decreto 1211 de 1990. 

El artículo 185 de la norma en mención establece el orden de beneficiarios de 

las prestaciones sociales que por causa de muerte de oficial o suboficial en 

servicio activo se susciten, en el literal d, contempló que, si no hubiere 

cónyuge sobreviviente ni hijos, la prestación le corresponderá a los padres. De 

los documentos aportados en el plenario se desprende que el estado civil del 

de cuyos al momento de su deceso era soltero, por lo que se presume la 

inexistencia de hijos o un cónyuge; de otra parte, el Registro de Nacimiento (fl. 

11) prueba que la madre del causante es la Señora LONILDA TORO, 

identificada con cédula de ciudadanía No 38.853.077 de Buga Valle quien 

funge como demandante, de donde se desprende que es la llamada a recibir la 

prestación reclamada y su padre, el Señor José Marín Moncada, fallecido el 10 

de diciembre de 1993.  
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Mediante Resolución 003049 del 18 de agosto de 1998, se reconoció 

compensación por muerte por el fallecimiento del Soldado Voluntario Andrés 

Marín Toro.  

Que la providencia de primera instancia ordenó en cuanto al monto de la 

pensión lo contemplado en el literal d del artículo 189 del Decreto 1211 del 

1990, toda vez que se acreditó como tiempo de servicio un año (1), once (11) 

meses y veintiocho (28) días incluido el servicio militar obligatorio, según 

consta en la Hoja de servicios No 0168 del 03 de marzo de 1998, es decir un 

tiempo inferior a doce años, el salario base de liquidación debe realizarse 

teniendo como base los haberes correspondientes al grado conferido, esto es 

de cabo segundo, sobre el equivalente al 50% de las partidas de que trata el 

artículo 158 de la misma normativa, que textualmente prescribe:  

«ARTICULO 158. LIQUIDACIÓN PRESTACIONES. Al personal de Oficiales y Suboficiales que sea retirado 

del servicio activo bajo la vigencia de este estatuto, se le liquidarán las prestaciones sociales unitarias y 

periódicas sobre las siguientes partidas así: - Sueldo básico. - Prima de actividad en los porcentajes 

previstos en este estatuto. - Prima de antigüedad. - Prima de Estado Mayor, en las condiciones previstas en 

este estatuto. - Duodécima parte de la prima de Navidad. - Prima de vuelo en las condiciones establecidas en 

este Decreto. - Gastos de representación para Oficiales Generales o de Insignia. - Subsidio familiar. En el 

caso de las asignaciones de retiro y pensiones, se liquidará conforme a lo dispuesto en el artículo 79 de este 

estatuto, sin que el total por este concepto sobrepase el cuarenta y siete por ciento (47%) del respectivo 

sueldo básico. PARÁGRAFO. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo ninguna de 

las demás primas, subsidios, auxilios, bonificaciones y compensaciones consagradas en este estatuto, ser 

computable para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensiones, sustituciones pensionales y demás 

prestaciones sociales.» 

Que la prescripción de mesadas se ordenó de la forma cuatrienal prevista en el 

artículo 174 del régimen aplicable, esto es el Decreto 1211 de 1990, en el 

expediente se verifica que la petición en sede administrativa fue solicitada el 

23 de diciembre de 2010 (fls.10), por lo que se declaró la prescripción de 

mesadas causadas con anterioridad al 23 de diciembre de 2006. 

De acuerdo a la revisión efectuada de la sentencia objeto de estudio y teniendo 

en cuenta que la sustentación del recurso de apelación propuesto se centraba 

en el régimen a aplicable, se concluye que la providencia fue emitida a la luz 

de las reglas jurisprudenciales vigentes, reconociendo en debida forma una 

pensión de sobreviviente a favor de la Señora LEONILDA TORO, en calidad de 

madre del fallecido ANDRES MARIN TORO, cabo segundo póstumo del Ejercito 

Nacional, a partir de 23 de diciembre de 2006 y en los términos del Decreto 

1112 de 1990, así como respetando el principio de inescindibilidad.  



Expediente No. 2015 00251 01 
       Demandante: Leonilda Toro de Marín 

Demandado: Ejercito Nacional 

 

10 

 

Finalmente, advierte el Despacho que, en el numeral sexto de la providencia 

de primera instancia, ordenó que por secretaría se elabore la liquidación de 

costas procesales de artículo 366 del CGP, por remisión del 188 del CPACA.  

Al respecto, la posición mayoritaria de esta Sala es del siguiente tenor: se 

encuentra decantado que la responsabilidad objetiva en Colombia esta 

proscrita y dentro del trámite procesal no se evidenciaron actitudes de las 

cuales se desprenda la probanza de mala fé o dilatorias, para imponer una 

condena en mencionado aspecto.   

la Sala es partidaria de la posición esgrimida en la sentencia de la Magistrada 

Sandra Lizzet Ibarra, Radicado: 03722017 del 02 de febrero de 20193, En lo 

que se refiere, a que la sanción por costas procesales debe atender la 

valoraciones estrictas para probar la mala fe o temeridad de las actuaciones 

provenientes de las partes.  

Lo anterior,  en concordancia con la disposición constitucional en la que se 

prescribe todo tipo de responsabilidad objetiva, y acorde con el derecho 

fundamental del acceso a la administración de justicia; entendiendo que ante 

el riesgo de una eventual condena en costas de manera objetiva, el 

demandante se privaría de accionar la jurisdicción, pues se encuentra ante la 

pérdida inminente de incurrir en afectación patrimonial pagando un profesional 

del derecho que lo represente y adicionalmente el valor de las costas, lo que 

llevaría a no ejercer el derecho que tiene, a que su situación particular sea 

valorada por un juez. 

Teniendo en cuenta que la parte vencida no observó una conducta dilatoria o 

de mala fe dentro de la actuación surtida en este proceso, se procederá a 

revocar la condena en costas.  

Por lo expuesto y sin que se requieran más elucubraciones se revocará 

parcialmente la sentencia proferida el veintiuno (21) de septiembre de 2016, 

por el Juzgado Tercero (03) Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de 

Bogotá, en el proceso de la referencia, que accedió a las pretensiones de la 

demanda. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Segunda, Subsección “A”, en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

                                                      
3
 Vease también: Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 

Subsección B. Consejera Ponente: Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Expediente No. 
250002342000201301959 01 (2655-2014). Actor: Teresa Elena Sánchez Bermúdez. Demandado: 
COLPENSIONES. 3 de noviembre DE 2016. 
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RESUELVE 

Primero: REVOCAR el numeral sexto de la providencia relacionado con 

las costas y su liquidación, de conformidad con las consideraciones expuestas, el 

cual quedará de la siguiente forma: 

SEXTO: Se niega la condena en Costas.  

Segundo:  CONFIRMAR los demás numerales de la sentencia proferida 

el veintiuno (21) de septiembre de 2016, por el Juzgado Tercero (03) 

Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá.  

 Tercero: Notificada esta providencia, devuélvase el expediente al 

Juzgado de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CUMPLASE. 

Discutido y aprobado, como consta en actas. 

 

José María Armenta Fuentes 

              Magistrado 
 

 
Néstor Javier Calvo Chaves 

Magistrado 
 

 
Carmen Alicia  Rengifo Sanguino 

Magistrada 
                                    ACLARACION DE VOTO 

 
 
 

Natha. 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA – SUBSECCION “A” 

 

 

Bogotá D.C., 20 de octubre de dos mil veinte 2020  

 

Mag. Ponente: José María Armenta Fuentes. 

 
 
 

Expediente No.: 2015-398-02 
Accionante: Blas José Ahumada Romero  

Accionado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional 
y Contribuciones Parafiscales de la Protección  Social-   

                             La Nación – Ministerio  de Relaciones Exteriores  

 
 

Se acepta la sustitución de poder presentada por la apoderada de la 

parte demandante (fl 253-254).En consecuencia de lo anterior, se le reconoce 

personería jurídica al Dr. David Busto Cantillo, portador de la Tarjeta 

Profesional No. 24.512. del Consejo Superior de la Judicatura, con las mismas 

facultades conferidas en el poder inicial. 

 

 

 

 
 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 
 
 

 
     

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

 
 

 
 
 

 
 

 

            Magistrado  

 

 
 

 
 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A” 

 

 

Bogotá D.C.,  15 de octubre de dos mil veinte 2020 

  

Magistrado Ponente: José María Armenta Fuentes  

 

 

Radicado:   No. 2015-0483- 01 
Demandante:  Oscar Mauricio Vargas López y otros      

Demandado:  Municipio de San Bernardo –Cundinamarca     
                                       
 

 
Apelación de Sentencia. 

 
 
 

De conformidad con lo previsto en el numeral 4° del  artículo 247 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

modificado por el artículo 623 del Código General del Proceso, córrase traslado 

a las partes por el término de diez (10) días a partir de la notificación de esta 

providencia para que allegue los alegatos de conclusión, vencido dicho término, 

déjese el expediente a disposición del Ministerio Público por diez (10) días más 

para que rinda concepto.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

                          

                                                              

 

José María Armenta Fuentes 

               Magistrado 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 



 

 

José María Armenta Fuentes 

Magistrado 
  

 







TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA – SUBSECCION “A” 

 

Bogotá, D. C.,  10 de septiembre de dos mil veinte 2020 

 

MAG. PONENTE: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

 
EXPEDIENTE     : 2015-3382-00 

DEMANDANTE  : Flor Alba Moreno Parrado 
DEMANDADO    : La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

Controversia:      Reajustes.  
 

ANTECEDENTES 

 

La señora Flor Alba Moreno Parrado, a través de apoderado judicial 

promovió medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en 

contra del Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, en aras de que se acceda a las 

pretensiones consignadas en el escrito de demanda, así: 

 

1.1. Declarar que ES NULO parcialmente  el acto administrativo 

contenido en la Resolución No 1170 creada el 26 de mayo de 

2014, “por la cual se reconoce una pensión de invalidez al 

(la) docente Flor Alba Moreno Parrado, identificado (a) con 

la C.C. 20.850.822”  Expedida por el Secretario de 

Educación del Municipio de Soacha (Cundinamarca), en 

cuanto no incluyó la totalidad de los factores salariales 

devengados, los cuales constituyeron su último salario. 

1.2. Declarar que el poderdante tiene derecho al reconocimiento y 

pago de la reliquidación de la pensión de invalidez, con el ciento 

por ciento (100%) del último salario percibido, estando integrado 

por todos los factores salariales devengados.  

1.3. Declarar que la pensión de invalidez deberá ser liquidada con 

base en el último salario percibido, integrado por todos los 

factores salariales efectivamente devengados. 

1.4. Declarar que la entidad demandada está obligada a reconocer y 

pagar de manera indexada la primera mesada pensional. 

1.5. Declarar que el demandante tiene derecho al reconocimiento y 

pago como parte integrante del derecho a la pensión de invalidez 

los reajustes periódicos ordenados  para las pensiones por el 

artículo 14 de la Ley 100 de 1993, o la disposición legal que la 

sustituya. 

1.6. Declarar que el demandante tiene derecho al reconocimiento y 

pago de los intereses moratorios, de conformidad con el artículo 

141 de la Ley 100 de 1993.  
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1.7. Declarar que el demandante tiene derecho al reconocimiento y 

pago como parte integrante del derecho a la pensión de invalidez 

de la mesada adicional del mes de diciembre, creada por el 

artículo 5° de la Ley 4° de 1966.  

1.8. Declarar que el demandante tiene derecho al reconocimiento y 

pago, como parte integrante del derecho a la pensión de 

invalidez, de la mesada adicional del mes de junio, creada por el 

artículo 142 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 1° de la Ley 238 

de 1995.  

1.9. Declarar que la entidad demandada está obligada a reconocer y 

pagar de manera indexada las mesadas pensionales que se han 

causado desde la fecha de adquisición del estatus de pensionado 

o de estructuración de la invalidez.   

1.10. Declarar que la entidad demandada está obligada a reconocer y 

pagar intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la 

sentencia judicial. 

 

                                  CONDENAS  

 

1.1. Condenar a la entidad demandada a reliquidar la pensión de 

invalidez con el ciento por ciento (100%) del último salario 

percibido, estando integrado por todos los factores salariales 

devengados. 

1.2. Condenar a la demandada a indexar la primera mesada pensional. 

1.3. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar, como 

parte integrante del derecho a la pensión de invalidez, los 

reajustes periódicos ordenados para las pensiones por el artículo 

14 de la Ley 100 de 1993 o la disposición que la sustituya.  

1.4. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar, como 

parte integrante del derecho a la pensión de invalidez, la mesada 

adicional del mes de diciembre creada por el artículo 5 de la Ley 

4ª de 1966. 

1.5. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar los 

intereses moratorios de conformidad con el artículo 141 de la Ley 

100 de 1993. 

1.6. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar como 

parte integrante del derecho a la pensión de invalidez, la mesada 

del mes de junio, creada por el artículo 142 de la Ley 100 de 

1993 y el artículo 1° de la Ley  238 de 1995. 

1.7. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar de manera 

indexada las mesadas pensionales que se han causado desde la 

fecha estructuración de la invalidez, de conformidad con el 

artículo 187 de la Ley 1437 de 2011. 

1.8. Condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar los 

intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia de 

conformidad con el inciso segundo del artículo 192 de la Ley 1437 

de 2011. 

 

Los fundamentos fácticos son los siguientes: 

1. Mediante la Resolución No 1170 del 24 de mayo de 2014 la Secretaria 

de Educación y Cultura de Soacha - Fondo Nacional de Prestaciones 
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Sociales del Magisterio reconoció una pensión de invalidez a la 

docente  Flor Alba Moreno Parrado, en cuantía mensual de $2.226.057 

efectiva partir del 1° de febrero  de 2014. 

2. La demandante acreditó certificación médica que declaró su 

incapacidad laboral en el 96% a partir del 10 de diciembre de 2013. 

3. El último lugar de trabajo fue en la Institución Educativa Manuela 

Beltrán del Municipio de Soacha Cundinamarca.  

4. Demostró su condición de docente nacionalizado, por haber sido 

vinculada el 3 de noviembre de 1980. 

5. Fue retirada del servicio mediante Resolución No 3301 del 31 de 

diciembre de 2013 y demostró que no devengaba pensión alguna que 

fuera incompatible con la pensión de invalidez. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

La accionada NO contestó la demanda. 

 

PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

 
 

Agotadas las distintas etapas propias de la instancia y sin que se 

adviertan motivos de nulidad que puedan invalidar total o parcialmente lo 

actuado, procede el juzgador colectivo a realizar el estudio de las diversas 

piezas del expediente, para, a partir de allí a y la luz de las normas 

legales pertinentes, pruebas allegadas y alegaciones de las partes, 

adoptar la decisión que en derecho y justicia corresponda. 

 

Se encuentra probado dentro del expediente lo siguiente: 

 

1. Que por Resolución No 1170 24 de mayo de 2014, de la Secretaria de 

Educación y Cultural Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio se le reconoció Pensión de Invalides a la docente  Flor Alba 

Moreno Parrado, en cuantía de $2.226.057 y para su liquidación se 

incluyeron como factores salariales, la asignación básica y las primas de 

navidad y vacaciones, con una tasa de reemplazo del 75%. (fls 3 reverso) 
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2.- Que por Certificación médica se declaró la incapacidad laboral en el 

96% a partir del 10 de diciembre de 2013.(fls 9-10) 

 

3.- Que el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio Formato único 

certificó los factores a tener en cuenta para liquidar la pensión de 

invalidez, conforme consta en la constancia respectiva. (fls 4-5) 

 

CONSIDERACIONES 

 

La controversia que ha de resolver este Tribunal, se halla limitada a 

establecer si la actora tiene derecho a que se reliquide la pensión de 

invalidez con el 100% del último salario devengado, integrado este por 

todos los factores salariales devengados, la indexación de la primera 

mesada pensional, el reajuste la mesada conforme al artículo 14 de la Ley 

100 de 1993, los intereses moratorios sobre las sumas causadas, así 

como la indexación de las mismas.  

 

Resulta imperativo precisar el régimen pensional que regula a la 

demandante, para lo cual se ha de tener  en cuenta que la Ley 812 de 

2003 en su artículo 81 dispuso que al personal docente vinculado antes 

de la vigencia de esta norma, se le aplicarían las disposiciones con vigor 

hasta antes del 27 de junio de 2003 (cuando entró a regir la Ley 812 del 

mismo año) y a quienes ingresaron con posterioridad la Ley 100 de 1993 

y la 797 de 2003.  

 

Cuando el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 ordena la aplicación de 

las normas prestacionales anteriores, está haciendo referencia a la Ley 4 

de 1966, Decreto Ley 3135 de 1968, el 1848 de 1969, 1045 de 1978,  

Ley 91 de 1989 y Ley 60 de 1993, disposiciones que regulan aspectos del 

régimen pensional del sector docente, así:  

 

El artículo 4º de la Ley 4 de 1966 ordenó:  

 

A partir de la vigencia de esta Ley, las pensiones de jubilación o de invalidez a que 

tengan derecho los trabajadores de una o más entidades de Derecho Público, se 

liquidarán y pagarán tomando como base el setenta y cinco por ciento (75%) del 

promedio mensual obtenido en el último año de servicios. 

 

El Decreto 3135 de 1968, en su artículo 23 dispuso: 
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Artículo 23. Pensión de invalidez. La invalidez que determine una pérdida de la 

capacidad laboral no inferior a un 75 por ciento, da derecho a una pensión, 

pagadera por la respectiva entidad de previsión con base en el último sueldo 

mensual devengado mientras la invalidez subsista, así:  

 

a) El cincuenta por ciento cuando la pérdida de la capacidad laboral sea del 75%;  

b) Del 75%, cuando la pérdida de la capacidad laboral exceda del 75% y no 

alcance al 95%;  

c) El ciento por ciento (100%) cuando la pérdida de la capacidad laboral sea 

superior al 95%. 

 

El Decreto 1848 de 1969, en su artículo 63 prescribió:  

 

Artículo 63º.- Cuantía de la pensión. El valor de la pensión de invalidez se liquidará 

con base en el segundo salario devengado por el empleado oficial y será 

equivalente al grado de incapacidad laboral, conforme a los porcentajes que se 

establecen a continuación, así:  

 

a. Cuando la incapacidad sea superior al noventa y cinco por ciento (95%), el valor 

de la pensión mensual será igual al último salario devengado por el empleado 

oficial, o al último promedio mensual, si fuere variable.  

 

b. Si la incapacidad excediere del setenta y cinco por ciento (75%) sin pasar de 

noventa y cinco por ciento (95%), la pensión mensual será equivalente al setenta 

y cinco por ciento (75%) del último salario devengado por el empleado oficial, o 

del último promedio mensual.  

 

c. Si la incapacidad laboral es del setenta y cinco por ciento (75%), dicha pensión 

será igual al cincuenta por ciento (50%) del último salario devengado por el 

empleado oficial, o del último promedio mensual, si fuere variable. 

 

La Ley 91 de 1989, en su artículo 15 ordenó:  

 

Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y 

nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1o. de enero de 1990, 

cuando se cumplan los requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de 

jubilación equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año. 

 

 

Teniendo en cuenta el recuento normativo, para la Sala es claro, 

que la pensión de invalidez, debió liquidarse con una tasa de reemplazo 

del 100% del promedio devengado en el año anterior a la estructuración 

de la invalidez, tomando en cuenta como factores, los certificados, como 

asignación básica, prima de navidad y prima de vacaciones, en 

consecuencia la Secretaría de Educación de Soacha, en representación del 

Ministerio de Educación y del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio desconoció el régimen pensional de Flor Alba Moreno Parrado, 

pues como quedó señalado arriba, el Decreto 1848 de 1969, la Ley 4 de 

1966 y el Decreto 1743 de 1966, dispusieron que la prestación reclamada 
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se debía liquidar con el 100% del promedio devengado con los factores 

enunciados en la Resolución 1170 de 2014, dado que la pérdida de 

capacidad laboral de la docente era superior al 95%. 

 

Es de precisar que aunque la demandante señala en el numeral 

1.1. (fl.12) como argumento de la nulidad, la no inclusión de todos los 

factores salariales, en el numerales 4.2.2. y 4.3. (fl.37) asevera que los 

factores salariales devengados fueron “asignación básica, prima de 

navidad y prima de vacaciones” (fl. 37); brilla por su ausencia, 

certificación sobre factores salariales devengados en el último año, 

diferentes a los incluidos en la resolución acusada y que hubieran sido 

omitidos al liquidar la pensión de invalidez.  

 

Dado que entre el retiro del servicio y el reconocimiento de la 

pensión de invalidez, no trascurrió tiempo significativo, no se generó una 

pérdida del poder adquisitivo de los factores salariales observados para la 

liquidación de la prestación social, motivo por el cual no se accederá a 

condenar a la actualización o indexación del  ingreso base de liquidación 

pensional.  

 

De otra parte, se debe indicar, que el acto administrativo que se 

demanda, no hizo pronunciamiento alguno en relación con las mesadas 

adicionales de junio y diciembre, en consecuencia, no puede esta Sala 

estudiar la nulidad del acto administrativo y señalar restablecimiento del 

derecho sobre asuntos que no forman parte de la Resolución confutada.   

 

Por lo expuesto y sin que se requieran más elucubraciones se 

accederá parcialmente a las pretensiones, motivo por el cual se declarará la 

nulidad parcial de la Resolución 1170 de 26 de mayo de 2014 y a título de 

restablecimiento se ordenará reliquidar la pensión de invalidez a favor de 

Flor Alba Moreno Parrado con una tasa del 100% de los factores enunciados 

en dicho acto administrativo, igualmente se ordenará el reajuste periódico 

de la asignación en los términos del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, con 

el pago del retroactivo causado, debidamente indexado conforme a los 

índices de inflación certificados por el DANE, teniendo en cuenta para el 

efecto la siguiente formula:  
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Por último, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 

1993, solo se causan en los casos en que se omita o retarde el pago de las 

mesadas pensionales, lo cual no ocurre en el caso que nos ocupa.  

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCION SEGUNDA, SUBSECCION “A”, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

F A L L A: 

 

 PRIMERO. Declarar la nulidad de la Resolución Nº 1170 del 26 de mayo 

de 2014, por medio de la cual se reconoce una PENSION DE INVALIDEZ a  

la docente FLOR ALBA MORENO PARRADO de conformidad con lo 

expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO. Como consecuencia de la anterior declaración de nulidad y a 

título de restablecimiento del derecho, CONDENAR a la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio a efectuar la reliquidación de la pensión de invalidez de FLOR 

ALBA MORENO PARRADO, identificado (a) con la C.C. No. 20.850.822 

equivalente al 100% de los factores devengados en el año anterior a la 

estructuración de la invalidez, esto es asignación básica, prima de 

navidad y prima de vacaciones, mesada que ha de ser reajustada en los 

términos del artículo 14 de la Ley 100 de 1993.  

 

TERCERO. La demandada deberá pagar la diferencia entre la cantidad 

liquidada y las sumas canceladas por el mismo concepto, debidamente 

actualizadas en los términos señalados en la parte motiva a partir del 1 

de febrero de 2014.  

 

CUARTO. A las anteriores declaraciones y condenas se les dará 

cumplimiento dentro del término señalado en los artículo 192 y 195  del 

C.P.A.C.A.  
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QUINTO. Negar las demás pretensiones de la demanda.  

 

SEXTO. No se condena en costas a la demandada.  

 
SEPTIMO. En firme la presente decisión, procédase por Secretaría a la 

devolución a la parte demandante de los remanentes de la cuota de 

gastos a que hubiere lugar y a la comunicación del obligado en los 

términos del inciso final del artículo 203 del CPACA. 

 

OCTAVO. En los términos del inciso 1º del artículo 298 del CPACA, una 

vez verificado el cumplimiento de la presente decisión, archívese el 

expediente. 

 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE. 

Aprobado como consta en actas 
 

 

 
 

José María Armenta Fuentes 

Magistrado 
 

 

 
Néstor Javier Calvo Chaves        Carmen Alicia Rengifo sanguino 

                   Magistrado                                     Magistrada 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



T R I B U N A L A D M I N I S T R A T I V O DE CUNDINAMARCA 

S E C C I O N S E G U N D A - S U B S E C C I O N "A 

M A G I S T R A D O PONENTE : J O S E MAR IA ARMENTA F U E N T E S 

Exped i en t e N°: 
D e m a n d a n t e : 

2 5 0 0 0 2 3 4 2 0 0 0 2 0 1 5 0 5 5 6 6 0 0 
Nación- Congreso de la República- Cámara 
de Representantes. 
Jesús Anton io Ladino Tnana D e m a n d a d o : 

Medio de Cont ro l 
Con t r ove r s i a ; 

Nulidad y Restabiec imiento del derecho, 
Lesivtdad 

AUDIENCIA DE CONCILIACION JUDICIAL. 

1. INSTALACION. 

En Bogotá D.C., el catorce (14) de octubre de dos mi l ve inte (2 .020) , siendo las diez 
y media de la mañana (10 :30a .m. ) , el Despacho se constituyó en audiencia pública 
y la declara ab ier ta, con el f in de evacuar la audiencia de conciliación señalada en el 
artículo 192 del Código de Procedimiento Admin i s t ra t i vo y de lo Contencioso 
Admin i s t ra t i vo y convocada a través del auto del 22 de sept iembre de 2020. 

Se les in forma a las partes que esta audiencia quedará grabada y el acta solo se 
suscribirá por el mag is t rado y quien actúa como escr ib iente. 

2. PRESENTACIÓN DE LAS PARTES 

A la audiencia compareció et Doctor Da i ro Tap i a Mej ia, ident i f icado con cédula de 
ciudadanía No. 7477404 y Tar jeta Profesional No. 37437 del Consejo Super ior de la 
Judicatura, como apoderado del demandan te a quien se le reconoce personería 
jurídica de con formidad con el poder apor tado al expediente y el doctor Ca r l o s 
A lber to F l o r e s Ro j a s , ident i f icado con la Cédula de Ciudadanía No. 19395487 y 
Tarjeta Profesional No. 53440 del C.S. de la J. como apoderado de la ent idad 
demandada . De igual fo rma se hace presente el Honorable Magistrado. 

3. CONCILIACIÓN 

El suscrito Magistrado invi ta a las partes a concil iar. La parte demandada mani f iesta 
que no existe ánimo conci l iator io sobre el derecho sustancial contenido en la 
sentencia de pr imera instancia de conformidad con el acta del comité de conciliación 
de ia Cámara de Representantes, documento que aporta al expediente, en 
consecuencia se declara fal l ida y agotada la etapa de conciliación. 

Por lo anter ior , se concede para ante el H. Consejo de Estado, los recursos de 
apelación interpuestos y sustentados opo r tunamente por las partes demandante y 
demandado contra la sentencia del 1 de agosto de 2019, profer ida por esta Sala en 
el proceso de la referencia. 

Quedan not i f icadas en estrados las partes; por Secretaría de la Subsección remítase 
el exped iente al H. Consejo de Estado para lo de su competenc ia . 



Se deja constancia que esta audiencia ha quedado grabada y que el acta se suscribe 
med iante f i rma escaneada del Magistrado Ponente y quien actúa como escr ib iente, 
de conformidad con el artículo 11 del Decreto Legis lat ivo No. 4 91 del 28 de marzo de 
2020. 

José María Armenla Fuentes. 
Magistrado 

nda Urrutia Corredor 
Universitaria 



T R I B U N A L A D M I N I S T R A T I V O DE C U N D I N A M A R C A 

S E C C I O N S E G U N D A S U B - S E C C I O N "A" 

Bogotá, D.C., Dieciséis (16) de octubre de dos mil ve inte (2020) 

Magistrado Ponente: JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES 

EXPEDIENTE :2016 - 00512- 0 1 

DEMANDANTE :Luis Eduardo Sánchez Sierra 

DEMANDADO :UGPP 

Advierte el Despacho que dentro del asunto d al referencia se profirió 

sentencia el día 16 de mayo de 2019 (f is. 190 a 193) , con ponencia del 

Dr. Nestro Calvo, atendiendo que la Ponencia Primigenia de este 

Despacho fue derrotada; decisión que se encuentra deb idamente 

notif icada de forma electrónica según consta en el Sistema de SIGLO 

XXI y, a folios 194 a 198. 
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Por lo que por secretaría no debió ingresar al Desapcho. En 

consecuencia, se remi te en expediente a la Secreatarai de la Subseccion 

para lo de su competnec la. 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA -SUBSECCION “A” 

 

 

Bogotá D. C., veinte (20) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 

 

Magistrada:  Dra. CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 

 

Proceso No.:  2017-00163-01 

Demandante:  ÓSCAR MAURICIO QUIROGA ROJAS 

Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

OCCIDENTE – ESE 

 

Encontrándose el expediente de referencia al Despacho, se advierte que a 

folio 160 obra memorial suscrito por la señora María Isabel Marín Posada, quien 

solicita sea tenida como Sucesora Procesal de la parte demandante en el proceso 

que aquí se tramita, al respecto, resulta conducente indicar que en procesos 

judiciales quienes pueden presentar solicitudes o adelantar actuaciones, son los 

abogados que han sido debidamente reconocidos como apoderados dentro del 

litigio mediante poder otorgado por las partes interesadas, o aquellas personas 

que ostentan la calidad de abogado y ejercen en causa propia, al respecto el 

Decreto 196 de 1971, por el cual se dicta Estatuto del Ejercicio de la Abogacía, se 

pronuncia en los siguientes términos:  

 

“Artículo 25. Nadie podrá litigar en causa propia o ajena si no es abogado 
inscrito, sin perjuicio de las excepciones consagradas en este Decreto.  
   
La violación de este precepto no es causal de nulidad de lo actuado, pero quienes 

lo infrinjan estarán sujetos a las sanciones señaladas para el ejercicio ilegal de 
la abogacía.  

 
(…) 
 
Artículo 28. Por excepción se podrá litigar en causa propia sin ser abogado 

inscrito, en los siguientes casos:  
   
1o. En ejercicio del derecho de petición y de las acciones públicas consagradas 
por la Constitución y las leyes.  
   
2o. En los procesos de mínima cuantía.  
   

3o. En las diligencias administrativas de conciliación y en los procesos de única 
instancia en materia laboral.  
   
4o. En los actos de oposición en diligencias judiciales o administrativas, tales 
como secuestros, entrega o seguridad de bienes, posesión de minas u otros 

análogos. Pero la actuación judicial posterior a que de lugar la oposición 
formulada en el momento de la diligencia deberá ser patrocinada por abogado 

inscrito, si así lo exige la ley.” 
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De conformidad con la norma transcrita, se ordena requerir a la señora 

María Isabel Marín Posada para que constituya apoderado especial que la 

represente dentro del proceso de la referencia. 

 

Se reconoce personería jurídica a la abogada PAULA VIVIAN TAPIAS 

GALINDO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.816.615 y portadora 

de la Tarjeta Profesional No. 181.893 del C.S. de la J., como apoderada de la de 

acuerdo con el poder que obra a folio 166 del expediente 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. REQUIÉRASE a la señora María Isabel Marín Posada para que 

constituya apoderado especial que la represente dentro del proceso de la 

referencia. 

 

SEGUNDO. RECONÓZCASE personería jurídica a la abogada PAULA 

VIVIAN TAPIAS GALINDO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 

52.816.615 y portadora de la Tarjeta Profesional No. 181.893 del C.S. de la J., 

como apoderada de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

OCCIDENTE - ESE de acuerdo con el poder que obra a folio 166 del expediente. 

 

TERCERO. Una vez ejecutoriada esta providencia, continúese con el 

trámite respectivo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 

 

 

 

 











































































 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA SUBSECCION "A". 
 

Bogotá D. C., veinte (20) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrada: DRA. CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 
 

Expediente No: 2018-00457-01 

Demandante: ARNULFO MORALES ROMERO  

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJERCITO NACIONAL  

 

Admite recurso y corre traslado 
_______________________________________________________________________________ 

 

Traslado para alegar. 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en el Art. 243 de C.P.A.C.A, 

admítase el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada, en contra 

de la sentencia de 19 de agosto de 2020, proferida por el Juzgado Veintitrés 

Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá. 

 

Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de los Tribunales 
y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia 
por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 

2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y 
desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser 
interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 

7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente. 
 

Los autos a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 relacionados anteriormente, serán 
apelables cuando sean proferidos por los tribunales administrativos en primera instancia. 

 
El recurso de apelación se concederá en el efecto suspensivo, salvo en los casos a que se 
refieren los numerales 2, 6, 7 y 9 de este artículo, que se concederán en el efecto devolutivo. 
 
Parágrafo. La apelación solo procederá de conformidad con las normas del presente Código, 
incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil. 

 

Como el Tribunal considera innecesaria la celebración de audiencia, se 

ordena a las partes presentar alegatos por escrito dentro de los diez (10) días 

siguientes a partir de la notificación del presente proveído; en la misma 

oportunidad el Agente del Ministerio Público rendirá concepto si a bien lo tiene, sin 

necesidad de retiro del expediente. Vencido el traslado se dictará sentencia en el 
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término de los (20) días siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 4º del artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el Art. 623 del C.P.G, 

que dispone lo siguiente: 

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso de 

apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con 
el siguiente procedimiento: 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación. 

2. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales, se 
concederá mediante auto en el que se dispondrá remitir el expediente al superior, quien 
decidirá de plano si no se hubiese pedido la práctica de pruebas. Si las partes pidieron 

pruebas, el superior decidirá si se decretan según lo previsto en este Código. 

3. Recibido el expediente por el superior, si este encuentra reunidos los requisitos decidirá 
sobre su admisión. 

4. Admitido el recurso o vencido el término probatorio si a él hubiere lugar, el superior 
señalará fecha y hora para la audiencia de alegaciones y juzgamiento, que deberá llevarse 
a cabo en un término no mayor a veinte (20) días. Si el Magistrado Ponente considera 
innecesaria la celebración de audiencia ordenará, mediante auto que no admite 

recurso alguno, la presentación de los alegatos por escrito dentro de los diez (10) 
días siguientes, caso en el cual dictará sentencia en el término de los veinte (20) 
días siguientes.  En las mismas oportunidades concedidas a las partes para alegar podrá 
el Ministerio Público presentar el concepto si a bien lo tiene.  Nota: Texto subrayado 
Modificado por el art. 623, Ley 1564 de 2012. 

5. En la audiencia de alegaciones y juzgamiento se aplicarán las mismas reglas establecidas 

para esa audiencia en primera instancia. 

6. En la sentencia se ordenará devolver el expediente al juez de primera instancia para su 
obedecimiento y cumplimiento. 

 

De la norma anteriormente citada se considera el Art. 623 del C.P.G 

Art. 623. Ley 1564 de 2012.C.G.P 

Modifíquese la parte final del numeral 4 del artículo 247 de la Ley 1437 de 2010 (Sic), la 

cual quedará así: 

"Vencido el término que tienen las partes para alegar, se surtirá traslado al Ministerio Público 
por el término de diez (10) días, sin retiro del expediente" 

 

Contra este auto no procede recurso alguno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425#623
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA SUBSECCION "A". 
 

Bogotá D. C., veinte (20) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrada: DRA. CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 
 

Expediente No: 2018-00483-01 

Demandante: HECTOR WILLIAM FLORÍAN CANO  

Demandado: ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ D.C – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DISTRITAL - COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL - CNSC 

 

Admite recurso y corre traslado 
_______________________________________________________________________________ 

 

Traslado para alegar. 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en el Art. 243 de C.P.A.C.A, 

admítase el recurso de apelación interpuesto por las entidades demandadas, en 

contra de la sentencia de 15 de mayo de 2020, proferida por el Juzgado Veintidós 

Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá. 

 

Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de los Tribunales 
y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia 
por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y 

desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser 
interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 

7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente. 
 
Los autos a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 relacionados anteriormente, serán 
apelables cuando sean proferidos por los tribunales administrativos en primera instancia. 
 

El recurso de apelación se concederá en el efecto suspensivo, salvo en los casos a que se 
refieren los numerales 2, 6, 7 y 9 de este artículo, que se concederán en el efecto devolutivo. 
 
Parágrafo. La apelación solo procederá de conformidad con las normas del presente Código, 
incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil. 

 

Como el Tribunal considera innecesaria la celebración de audiencia, se 

ordena a las partes presentar alegatos por escrito dentro de los diez (10) días 

siguientes a partir de la notificación del presente proveído; en la misma 



 
 

4 

 

oportunidad el Agente del Ministerio Público rendirá concepto si a bien lo tiene, sin 

necesidad de retiro del expediente. Vencido el traslado se dictará sentencia en el 

término de los (20) días siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 4º del artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el Art. 623 del C.P.G, 

que dispone lo siguiente: 

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso de 
apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con 
el siguiente procedimiento: 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación. 

2. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales, se 
concederá mediante auto en el que se dispondrá remitir el expediente al superior, quien 

decidirá de plano si no se hubiese pedido la práctica de pruebas. Si las partes pidieron 
pruebas, el superior decidirá si se decretan según lo previsto en este Código. 

3. Recibido el expediente por el superior, si este encuentra reunidos los requisitos decidirá 
sobre su admisión. 

4. Admitido el recurso o vencido el término probatorio si a él hubiere lugar, el superior 
señalará fecha y hora para la audiencia de alegaciones y juzgamiento, que deberá llevarse 

a cabo en un término no mayor a veinte (20) días. Si el Magistrado Ponente considera 
innecesaria la celebración de audiencia ordenará, mediante auto que no admite 
recurso alguno, la presentación de los alegatos por escrito dentro de los diez (10) 
días siguientes, caso en el cual dictará sentencia en el término de los veinte (20) 
días siguientes.  En las mismas oportunidades concedidas a las partes para alegar podrá 
el Ministerio Público presentar el concepto si a bien lo tiene.  Nota: Texto subrayado 
Modificado por el art. 623, Ley 1564 de 2012. 

5. En la audiencia de alegaciones y juzgamiento se aplicarán las mismas reglas establecidas 
para esa audiencia en primera instancia. 

6. En la sentencia se ordenará devolver el expediente al juez de primera instancia para su 

obedecimiento y cumplimiento. 

 

De la norma anteriormente citada se considera el Art. 623 del C.P.G 

Art. 623. Ley 1564 de 2012.C.G.P 

Modifíquese la parte final del numeral 4 del artículo 247 de la Ley 1437 de 2010 (Sic), la 
cual quedará así: 

"Vencido el término que tienen las partes para alegar, se surtirá traslado al Ministerio Público 
por el término de diez (10) días, sin retiro del expediente" 

 

Contra este auto no procede recurso alguno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425#623
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA SUBSECCION "A". 
 

Bogotá D. C., veinte (20) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Magistrada: DRA. CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 
 

Expediente No: 2016-00482-01 

Demandante: ESPERANZA QUINTERO ROZO  

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

POLICÍA NACIONAL 

 

Admite recurso y corre traslado 
_______________________________________________________________________________ 

 

Traslado para alegar. 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en el Art. 243 de C.P.A.C.A, 

admítase el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada, en contra 

de la sentencia de 11 de mayo de 2020, proferida por el Juzgado Segundo 

Administrativo del Circuito Judicial de Girardot. 

 

Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de los Tribunales 
y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia 
por los jueces administrativos: 
 
1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y 

desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser 
interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 

8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 

9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida oportunamente. 
 
Los autos a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 relacionados anteriormente, serán 
apelables cuando sean proferidos por los tribunales administrativos en primera instancia. 
 
El recurso de apelación se concederá en el efecto suspensivo, salvo en los casos a que se 

refieren los numerales 2, 6, 7 y 9 de este artículo, que se concederán en el efecto devolutivo. 
 
Parágrafo. La apelación solo procederá de conformidad con las normas del presente Código, 
incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil. 

 

Como el Tribunal considera innecesaria la celebración de audiencia, se 

ordena a las partes presentar alegatos por escrito dentro de los diez (10) días 

siguientes a partir de la notificación del presente proveído; en la misma 

oportunidad el Agente del Ministerio Público rendirá concepto si a bien lo tiene, sin 
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necesidad de retiro del expediente. Vencido el traslado se dictará sentencia en el 

término de los (20) días siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 4º del artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el Art. 623 del C.P.G, 

que dispone lo siguiente: 

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso de 

apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con 
el siguiente procedimiento: 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación. 

2. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales, se 
concederá mediante auto en el que se dispondrá remitir el expediente al superior, quien 

decidirá de plano si no se hubiese pedido la práctica de pruebas. Si las partes pidieron 
pruebas, el superior decidirá si se decretan según lo previsto en este Código. 

3. Recibido el expediente por el superior, si este encuentra reunidos los requisitos decidirá 

sobre su admisión. 

4. Admitido el recurso o vencido el término probatorio si a él hubiere lugar, el superior 
señalará fecha y hora para la audiencia de alegaciones y juzgamiento, que deberá llevarse 
a cabo en un término no mayor a veinte (20) días. Si el Magistrado Ponente considera 

innecesaria la celebración de audiencia ordenará, mediante auto que no admite 
recurso alguno, la presentación de los alegatos por escrito dentro de los diez (10) 
días siguientes, caso en el cual dictará sentencia en el término de los veinte (20) 
días siguientes.  En las mismas oportunidades concedidas a las partes para alegar podrá 
el Ministerio Público presentar el concepto si a bien lo tiene.  Nota: Texto subrayado 
Modificado por el art. 623, Ley 1564 de 2012. 

5. En la audiencia de alegaciones y juzgamiento se aplicarán las mismas reglas establecidas 

para esa audiencia en primera instancia. 

6. En la sentencia se ordenará devolver el expediente al juez de primera instancia para su 
obedecimiento y cumplimiento. 

 

De la norma anteriormente citada se considera el Art. 623 del C.P.G 

Art. 623. Ley 1564 de 2012.C.G.P 

Modifíquese la parte final del numeral 4 del artículo 247 de la Ley 1437 de 2010 (Sic), la 

cual quedará así: 

"Vencido el término que tienen las partes para alegar, se surtirá traslado al Ministerio Público 
por el término de diez (10) días, sin retiro del expediente" 

 

Contra este auto no procede recurso alguno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425#623




RAMA   JUDICIAL

REPUBLICA   DE  COLOMBIA

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA ' SUBSECCION A

NOTIFICACION POR ESTADO

Página: 1

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

EJECUTIVOClase de Proceso

JUVENAL DAZA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2018 0100241 20/10/2020

JOSELIN SANCHEZ PINILLA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL- CUERPO OFICIAL 
DE BOMBEROS

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2018 0001361 20/10/2020

BEATRIZ EUFEMIA PALMERA 
VDA DE PERDOMO

MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2020 0000146 20/10/2020

BLANCA ETEL LEON LOPEZ DEPARTAMENTO 
DECUNDINAMARCA

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2014 0200395 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 2

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHOClase de Proceso

HECTOR WILLIAM FLORIAN 
CANO

COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL Y OTROS

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2018 0100483 20/10/2020

ARNULFO MORALES ROMERO NACION - MINISTERIO DE 
DEFENSA

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2018 0200457 20/10/2020

OSCAR MAURICIO QUIROGA 
ROJAS

SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUD 
SUROCCIDENTE ESE

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2017 0100163 20/10/2020

GUILLERMO BASTOS NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL- POLICIA 
NACIONAL

1C CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2015 0004135 20/10/2020

JUAN CARLOS IRIARTE 
QUIROGA

NACION - DEPARTAMENTO 
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL

1C CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2015 0005683 20/10/2020

CARLOS ALBERTO CASTRO 
CRUZ

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICIA - CASUR

1C CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2017 0001359 20/10/2020

AMELIA LENGUA DE MATUTE NACION - MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL

1C CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2017 0002164 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 3

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

ESPERANZA QUINTERO ROZO NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA - POLICIA NACIONAL

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO2016 0100482 20/10/2020

PEDRO ANTONIO CORDOBA 
LOPEZ

NACIÓN - MINDEFENSA - 
SECRETARIA GENERAL - 
TRIBUNAL MÉDICO LABORAL 
DE REVISIÓN MILITAR Y DE 
POLÍCIA

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2014 0100086 20/10/2020

LIBIA LUZ BARBETTI MONCAYO NACION, MINISTERIO DE 
EDUCACION NACIONAL, 
FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2018 0100337 20/10/2020

SAUL GUILLERMO LUNA 
CASTRO

DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE 
SEGURIDAD DAS EN 
SUPRESION

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2014 0200075 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 4

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

ADAULFO JIMENEZ 
MONTESINO

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2013 0004051 20/10/2020

ADAULFO JIMENEZ 
MONTESINO

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2013 0004051 20/10/2020

HENRY QUINTERO SANTAMARIA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO 
DE LA POLICIA NACIONAL

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2013 0005174 20/10/2020

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

FERNANDO PACHECO ZUÑIGA 1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2013 0006665 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 5

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

FONDO DE PREVISION SOCIAL 
DEL CONGRESO DE LA 
REPUBLICA

ELADIO IÑIGO MOSQUERA 
BORJA

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2014 0001936 20/10/2020

FONDO DE PREVISION SOCIAL 
DEL CONGRESO DE LA 
REPUBLICA

BEATRIZ EUGENIA HERNANDEZ 
OBANDO

2 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0001256 20/10/2020

FONDO DE PREVISION SOCIAL 
DEL CONGRESO DE LA 
REPUBLICA

BEATRIZ EUGENIA HERNANDEZ 
OBANDO

2 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0001256 20/10/2020

VICTOR MANUEL RODRIGUEZ 
GUTIERREZ

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1+1 
TRA
SLA
DO

JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0001555 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 6

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

VICTOR MANUEL RODRIGUEZ 
GUTIERREZ

UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1+1
TRA
SLA

JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0001555 20/10/2020

NACION- CONGRESO DE DE LA 
REPUBLICA - CAMARA DE 
RESPRESENTANTES

JESUS ANTONIO LADINO 
TRIANA

2 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0005566 20/10/2020

NACION- CONGRESO DE DE LA 
REPUBLICA - CAMARA DE 
RESPRESENTANTES

JESUS ANTONIO LADINO 
TRIANA

2 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0005566 20/10/2020

CLARA IVY GONZALEZ 
MARROQUIN

NACION - PROCURADURIA 
GENERAL DE LA NACION

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2017 0002888 20/10/2020

CLARA INES MARIÑO PINTO FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION

1+T
RAS
LAD
OS

JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2018 0002130 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 7

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

OSCAR MAURICIO VARGAS 
LOPEZ Y OTROS

MUNICIPIO DE SAN BERNARDO 
- CUNDINAMARCA

1 JOSE MARIA ARMENTA FUENTES2015 0100483 20/10/2020

TULIO ENRIQUE ROJAS MESA ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0100275 20/10/2020

MARIO ALONSO MONSALVE 
MOJICA

SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIIOS DE SALUD SUR 
OCCIDENTE E.S.E.

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0100151 20/10/2020

FABIOLA PAEZ DURAN NACION - MINEDUCACION - 
FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO

1 NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2019 0100151 20/10/2020

ALIRIO PATIÑO ROJAS UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

1 NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0200451 20/10/2020

EDGAR HUMBERTO LEON 
TERAN

NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA - POLICIA NACIONAL

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2018 0100291 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 8

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

CRISTALERIA PELDAR S.A NACION - ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0002801 20/10/2020

CRISTALERIA PELDAR S.A NACION - ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0002801 20/10/2020

FREDY NORBERTO VIRVIESCAS 
BELTRAN

NACION- MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL 
-EJERCITO NACIONAL

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0003878 20/10/2020

MARIA DEL PILAR ROJAS 
CUEVAS

DISTRITO CAPITAL DE BOGOTA 
SECRETARIA DE EDUCACION

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2017 0005333 20/10/2020

MARTHA FONSECA 
SALAMANCA

ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES- 
COLPENSIONES

1 NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2018 0000974 20/10/2020

NELSON JAVIER VALERO 
PINILLA

DISTRITO CAPITAL - UNIDAD 
ADMINISTRATIVA DEL CUERPO 
OFICIAL DE BOMBEROS

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2018 0001366 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 



Página: 1

Estado No

Fecha Estado:   21/10/2020 SUBSECCION B 

CuaderNumero  Expediente Demandante   / Demandado  
Fecha 
 Provi

MAGISTRADO

JULIO CESAR GUTIERREZ LEON SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUD CENTRO 
ORIENTE E.S.E

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2019 0000236 20/10/2020

CAROL LIZETH CARDENAS 
LOPEZ

NACION -RAMA JUDICIAL 
-DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2019 0000966 20/10/2020

PEDRO PABLO MELO FORERO UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA 

NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2020 0000857 20/10/2020

JOSE ELBER LOPEZ 
MARROQUIN

NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA - EJERCITO 
NACIONAL

1 NESTOR JAVIER CALVO CHAVES2019 0100051 20/10/2020

 A LAS CINCO DE LA TARDE (5 P.M.) 
21/10/2020SE  DESFIJA HOYEL PRESENTE ESTADO SE FIJA HOY 21/10/2020

 A LAS OCHO DE LA MAŃANA (8 A.M.) 

 CESAR FALLA
OFICIAL MAYOR
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  DE CUNDINAMARCA
SECCION SEGUNDA SUBSECCION A 




















































































































































